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- E1 ‘objetivo que pretendo con el desarrollo del presente
trabajb es el 'exponer ‘el proceso de Apertura Econémica
entablado en nuestro pais a raiz de la globalizacién econémica

que-se ha dado en el mundo y a la cual se ha aunado México.

Asimismo, expondré a l_o largo de este trabajo como la
" intervencién ‘estatal se ha-ido reduciendo ‘en aras de‘’la
apertura econdmica, hasta llegar a un punto en el cual han
“surgido opiniones  a favor de la desaparicién -del Capitulo
Econémico de 1la Constitucién, el cual faculta al Estado a
intervenir en materia econémica, sobre todo en aquellos casos
en ‘los cuales se impida o se perjudique el buen desarrollo de

. la economia nacional, asi como de la colectividad en general.

. También analizaré la existencia de posibles contradiccio-
nes surgidas entre la pfopia constitucién y las leyes secunda-
rias en virtud de las reformas llevadas a cabo con motivo del
proceso de apertura econémica y sobre las cuales propongo que
se realicen cambios para asi lograr por una lado una concor-
dancia entre ambhos ordenamientos y por &l otro una mayor

seguridad jurfdica y certidumbre.
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Por lo que- respecta a los’ capitulos que componen el

q,;trabajo, en 'el. primero ‘de- ellos- ‘se anallza el”L

) surgimj.énto.del llamado "Constitucionalismo Social" asi ;:omo_-
la.';razénl plfa‘zones que a raiz de. dicho surgimiento, nace la
ideade. crear e integrar a nuestra Constitucién un capitulo

"'Econlémico, él .cual fundamenta la ir)tervencidn Estatal por lo

" que respecta a la economia nacional.

" “En el segundo Capitulo expondré: (i) la influencia rﬁeoli—
'befél en paises: como Inglaterra, Brasil,. Uruguay y México;‘
(J.l) la ev:.dente postura neoliberal en los Planes Nacionales .

de Desarrollo de los .dos ﬁlt:.mos sexenios; 'y (iii) los

: distintos procesos entablados por nuestro gobierng en virtud

del proceso de apertura econémica.

Y por tltimo en el tercer Capitulo expondré las posibles
contradicciones surgidas entre los distintos ordenamientos los
g':‘uales han sido objeto de reformas como consecuencia de dicho
proceso, .asi como los distintos criterios a favor y en contra

del intervencionismo estatal.




. enprTonS T L

1.1 Bi :cbn‘st'iﬁuiéi.canalisno Social ‘y el Capiédlo Econémico’ de

la Constitucién.

‘Esté 4surg'e despuée de una larga tarea realizada por
varios afios. Hasta 1857 nos encontramos sumergidos bajo un ’
éénstitucioh&lismo puramente politico y debido a un aconteci-
miento de suma importancia como lo fue la propia Revolucién
Mexiéana, ‘ésta dié paéo al llamado constitucionalismeo social,
recogiendo éste ylas necesidades cambiantes de la 'vida,' el
’pvrogreso de las ideas y fuerzas todas del crecimiento nacio-

nal.

A partir de 1917 €l papel del Estado cambiaba, de
abstencionista se trocaba en intervencionista, haciendo
posibles 165 mandatos tanto del artfculo 27 como del 123 para
dar nacimiento a un derecho igualador de las naturales
desigualdades sociales; para atender ya no simpleménte el
aspecto libefal, sino también al de justicia, encaminado a

nivelar las despropeorcicnes siistentes entre las perscnas.
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Con. la Constituclén Mexlcana de 1917, se. inicia .én el

bmundo, una nueva corrJ.ente en materla de constituc.xonal:.smo,-

;1ncrustando el elemento soc1a1 como constltutlvo de J.a esencla

L m:.sma de los pueblos.

La estabilidad politica en el pais fue de vital importan—
cia, -ya que se lograba, de esta forma, 1a_asimillaci6n Y
acgp_t;acién de una nueva Constitucién. de carédcter sqgial .como

‘1o era la de 1917.

8i bien, se veia la aceptacién de la nueva concepcién del
préyecto de la Constitucién del 17, nunca dejé de haber

opiniones y reacciones contrarias a ésta.

Si aai se logra una estabilidad politica a pesar de laS’
presiones reaccionarias, también se da un desarrollo desequ:.—
librado debido a las circunstancias y sobre todo a las ideas

y concepciones propias de cada mandatario en el poder.

Es -s8in duda que a part:.r de la Constitucién de 1917
ocurre la demolicién de los muros del Ccmstltucz.onallsmo

Liberal, dando paso al llamado Constitucionalismo - Social,

1 . sayeg Helaq, Jorge, cQgstltuc;ogallsmo Socxal,
Edlt Porrﬁa, Méx:.co, 1987, pag. 256 .
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donde Jes natural que ’lg 'ééberénia.‘populqr' derive en los
’défééﬁoS”y‘éﬂflé‘ptopiedad’originéfia'dé la Naci6n y en el
papel ‘esencial del ‘Estado, de los poderee ptblicos, que
tendréan él imperio ‘de participar, de actuar y de defender los

derechos’ de’ los grupos sociales mayoritarios.

. El elogio .del hombre cede el paso al bienestar de lo
colectivo Yy aparece el compromiso nacional para impedir la.
prblongﬁciénvde la miseria y de la indignidad. 2 v

Es ‘plenamente reconocido que la Constituci6én Mexicana de
1917 rompi6 con el modelo tradicional del Constitucionalismo,
referido solamente a la organizacion y funcionamiento del
poder ptblico, dando pasoc a la regulacién de las relaciones

sociales.

Sin ‘'duda, vemos como se hace necesario y’explicable‘el
surgimiento de este Constitucionalismo Social, mé&xime 8i
tomamos en cuenta que adem&s del proceso revolucionario, se
contaba con el precedente de una serie de debates en donde
habia aflorado ya la cuestién social, considerada como un

aspecte fundamental en la vida del pais.

2 Zertuche Muiioz, Fernando,‘gecgogia del Estado y
Economia Mixta, El Constitucionalismo Social Mexicano, Edit.
Porrua, Ed. Primera, 1985, pag. 69.
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. La :_Cépstituqion_de 1917 introdujo, por tanto, avanzados:
g;jg_:j.t_:'evriqs,dre Ordeﬁ'.Social/ aplicables tanto a-la educacién como
>h'la pfopiédad y uso de la tierra y las aguas asi como a la
tutela del trabajador. Por lo que toca al orden politico, la
Cdnstitucién también recogié los aspectos fundamentales de la

Revolucidn dé,1910;’ el sufragio efectivo y la no reeleccién.

Si bien, la Constitucién de 1917 introduce aspectos
importantes.de carécter social, se ha hecho necesario introdu-
- cirle unav serie de reformas con el prop6sito de édaptarla a
lds continuos cambios .~ que han venido operando. en. ﬂuestra

reaiidad !

Deasde 1921 en que se produjo la primera reforma a la-
Constitucién de 1917, y hasta 1982, las reformas constitu-
cionales de mayor importancia llevadas a cabo fueron en
relacién a materias tanto sociales como politicas. Poco. fue
lo.que se avanzé en materia econémica dentro del orden consti-

tucional durante esos afios. ?

3 valadés, Diego, Rectoria del Estado y Economia
Mixta, El Capitulo:Econémico de la Constitucién, Edit.
PorrGa, 1985, pag. 21,
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"U_nd,ld‘g, los momentos: m&s,cruc.i'al_l.es por 'los que atravesS.
- - Méi_ﬁicof .fue, sin duda, durante la. toma del poder del Lic.

Miguel de la Madrid.

El pais atr&vesaba en esos momentos una situacién grave,
situacién creada por el desarrollo desequilibrado, producto de
1as_insu‘ficientes medidas para resolver problemas, .superar
carencias y sobre todo el no cierre de la brecha entre los que

ylp‘v.tienen todo y los que adolecen de lo m&s elemental.

Uno de: los ‘fines buscados, era el que a través de una
.serie de. f6rmulas con emblemas como renovacién moral de la.
sbcieda_d, planeacién democratica, etc; se logrars una sociede.d
igu‘alitaria._ Un cambio social se perfilaba ya en agquellos

momentos.

Efectivamente, se venia perfilandq la necesidad y con-
veniencia de elevar a categoria constitucional iaa bases
necesarias para reqular la economia nacional, procurando la
m&xim& garantia de inviolabilidad, dado a los muchos abusos,
que en perjuicio de: las clases m4s necesitadas se habian

cometido.
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~'De ‘aqui surge 1 “idea de introdicir a nuestra ¢onstitd-
- eién ﬁhé'éspeéie de subcapitulo en materia écdfxémié&,"éxirii;ué;
ciendo 'de esta forma al articulo 28 constitucional y salva—
guérc_iando los defechos de nuestro'pueblo sobre dicha materia;
Rectorfa Econémica del Estado, Sistema de Planeacién Democra&-
tica ' de la Economia Nacional, desarrollo de nuestro Régimen de
Economfa Mixta basada én el paralelismo entre los sectores
" ptblico, social y privado frente al acaparamiento, especula-

éi’én‘y"la elevacién de precios al consumo popular.

8in duda el articulo 28 constitucional fue enriquecido de
manera ‘considerable al serle introducido conceptos tales como
el de la proteccién al consumo popular, mediante el seflala-
miento de precios méximos para articulos necesarios y la
imposicién de modalidades para la organizacién de la distribu-
cién de dichos articulos, asi como a través de la supresién
de inteﬁnediaciones innecesarias o estratégicas, cuyo ejerci-

cio queda reservado de manera exclusiva al Estado.

Fue a partir de la reforma constitucional promovida
en México por el Presidente Miguel de la Madrid en diciembre
.de 1982, gue se constituys &l llamado “Capitulo Econémico de
la Constitucién®. Sin duda, la inclusién de dicho Capitulo
dentrd de la Constitucién, muestra una vez mégs', el propésitj_o

de introducir a la misma el elemento social.
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‘A continudcién sefialaré sélo algunos aspectos. importantes-
de los artfculos 25, 26,y 28 a reserva de ‘desarrollar-mas

adelante en fofma detallada dichos articulos.

En el artfculo 25 de la Constitucién las facultades que
result&n de la Rectoria del Estado no podrén ser confundidas
con la. ampliacién de las que conciernen al Ejecutivo. En
habida cuenta del cardcter representativo de nuestra democra-
cia y-de la separacién y colaboracién de poderes, las funcio-—
nés'céncernientes a la rectoria deberdn ser ejercitadas, en el
&mbito de - sus correspondientes facultades, por - el -Poder
Legislativo y el Poder Ejecutivo. Con el fin de hacer énfasis
a la colaboracién que debe existir entre los poderes antes
sefialados con respecto a la rectoria econémica, fueron intro-
ducidos ‘a nuestra Carta Magna dos fracciones al articulo 73

que a continuacién expongo textualmente:
"Articulo 73.- El Congreso tiene facultad:
Fraccién XXIX-D. Para expedir leyes sobre planeacién
nacional de desarrollo econémico y

social;

Fraccién XXIX-E. Para expedir leyes para la progra-

macién, promocién, concertacién y
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ejecucion - de acciones de orden -

. econémico, especialmente las refe— .

" rentes al abasto y otras que tengan
como fin la produccién suficiente
y oportuna de bienes y servicios,

social y nacicnalmente necesarios."
4

En efecto, a partir de esta fecha, el precepto Constitu-
cional hace referencia al sistema democrdtico mexicano y
- define 'las caracteristicas de la democracia "no solamente como
ﬁna’estructufa juridica y un régimen politico, sino como.un
sistema de vida fundado en el constante mejoramiento econémi-

co, social y cultural del pueblo." 5

"En materia de subsidios a las actividades prioritarias
se ha planeado que sean generales, de cardcter temporal, y no
afecten a las finanzas de la Nacién. De esta manera se

pretende garantizar el apoyo oportuno, para que la sociedad

4 Constitucién Politica de los Estados Unidos Mexi~

canos, 1994.

5° > Ibidem.
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méxiéana‘pueaa saﬁisfaéer sus necesidades Y no e véé tfunc;dbf'
;eliprocésoﬁde desarrollo.* & .~ v v e ol
.:.En el articulo 26 se insiste en la independencia y en la
democtétizacidn politica, social y cultural de la Naciéﬁ. Es
por eso que, .al llamarse "democrdtica" a la planeacidn. se
quiere subrayar la tan necesaria como natural participacién de

los diversos sectores sociales.

“La planificacién democrédtica, calificada asi expresa-
mente .en el nuevo sistema constitucional mexicano, introduce
al concepto técnico de la planeacién el concepto politico de
la democracia. Esto hace‘indubitabla que. €l ejercicio de la
planeacién econémica, en todas las modalidades que la ley
correspondiente prevé, queda subordinado al criterio esen~
cialmente politico que resulta de su calificacién como
“democrdtico*. La idea de vincular la planeacién con la
democracia atiende a la vocacién politica que esa actividad ha
suscitado en México a partir de su configufacién constitu-

cional.

.Las ventajas de la plancacidn democrdtica son considera-

das -superiores a la de la planificacién central socialista en

6 valadés, Diego , Capitulo Econémico de la Consti-
tucidén, op. cit, pag. 31..
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tanto que ‘atn ;iéndo ‘de aplicacién mends rilgida," forman parte
'cie"dn'ﬁﬁt’éxim de discrecionalidad y de ‘libertades que :béi'in’ifé'
establecer compromisos colectivos mas duraderos en tanto que
repfesenten la adicién librg por parte de la comunidad en Lé
que se aplican. En la actualidad ni siqﬂiei‘a'los acérrimos
defensores del liberalismo controvierten 1la importé_mte
participacién del ' Estado como promotor del crecimiento

econémico." 7

"sin embargo, a pesar de gque la propia Constitucién
recoge y afirma el concepto de planeacién democrética, dicha
planéacién més que democratica seria indicativa ya que seria
verdaderamente democratica si la sociedad participara a traves

‘de 'un referéndum o "plebiscito.
Intervencionismo Estatal.

Sin duda la Constituci6n de 1917 éportd una nueva
concepcién de los fines del Estado. Inauguré la etapa dei
constitucionalismo social que ya no s6lo contempla la estruc—
turacién de los poderes del Estado y la proteccién de los
derechos del individuc, sino que también establece las bases

fundamentales de la organizacién social y econémica del pais.

7 Ibidem, pags. 32 y 33.



S wiag cénﬂiéionéﬁ de’ esa época, como las'diverséé exigen—
 ci§gféoéiales, éefdéfgnsavdatla Wacién' y"-de participacien
popﬁlar”lleVaron al’ constituyente a'adoptar las decisiones
péiiticas fundamentales sobre el régimen de propiedad.y los .
derechos de las mayorias a pArticipar'eh la vida del pais,
frente a 165 derechos individuales que limitan la funcién de
la‘ahtbridad, a asegurar el ejercicio de la libertad y el
disfrute de la seguridad por parte de las personas, obligan al

" Estado a una accién efectiva. Mientras las garantias indivi-
duales -lo-obligan a’ abstenerse, los derechos sociales lo

obligan a intervenir." ®

Como resultado de lo anterior se fue haciendo necesario
dotar al Ejecutivo de los instrumentos de ia rectoria econémi-
ca con apego a las exigencias de la realidad y los programas

de los distintos gobiernos de la Revolucién.,

Por esta razén, fue necesaric que en diciembre de 1982,
para asl fortalecer la estructura constitucional del sistema
econénico de la Nacién, que ésta, de nuevo se reencontrara en

sus origenes, reafirmara sus valores y actualizara sus

8 Salinas de Gortari Carlos , Rectorfa del Estado v
Economia Mixta, Rectoria del Estado, Edit. Porrida, 1985,
pag. 13.
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propd’sitqs.v‘; En:nue.stro pais, y en la época_.actual; no é.s
posible separar el &mbito de la economia del de la ‘partici-

f)aéién y de los valores de la sociedad.

Los articulos que comprenden el Capitulo Econémico de la
Constitucién se refieren a -la rectoria del ‘Estado y a la
economia mixta, establecen un sistema de planeaci6én democrd- ‘
tico del ‘desa‘rrollo, fijan bases para el desarrollo rural
vir_ltegral y ﬁna mejor justicia agraria, se define de maneré
) précisa las &reas reservadés de manera exclusiva al Es*:adol y
la ‘funcién Y desempeﬂo de las instituciones, organismos

descentralizados y empresas de participacién estatal.

Asimismo, en las reformas se ordenan las atribuciones del
Estado en materia de planeacién, conduccién, coordinacién 'y
orientacién de la economia nacional, asi como las relativas a

regularizacién y fomento.

Para llevar a cabo dichos propésitos se establecen de
manera explicita las atribuciones dei iEstado en materia
econémj.ca, siempre referidas al interés genefal y a su vez
limitadas por la propié Constitucién y las leyes. Con ello se
afirma el principio de legalidad en la funcién rectora del

Estado.



' En lo:relativo a la economia mixta mexicana se establece
la’‘concurrencia del sector ‘ptblico, soci_al y privado a lbs
‘prdpdsitos generales del desarrollo nacional, incorporando a
todas ‘aquellas formas de actividad econémica que contribuyen
al: desarrollo de 1la Nacién. Para el sector piblico se
establece que tendrd a su cargo, de manera exclusiva, las
dreas iestratégicas que  la propia Constitucién establece en su
articulo 28 parrafo cuarto. Se consigna alv sector social como E
integrante fundamental de la economia.mixta, con . lo qué. se
recogé:‘una aépiracién de las organizaciones sociales 'de'
México. Se reconoce la funcién social del sector privado, asi
como la conveniencia de que existan condiciones favorables
para el desenvolvimiento de la empresa privada, sujetando su

desarrollo al interés ptblico. ?

El articulo 26 de nuestra Carta Magna establece las
facultades del Estado para planear el desarrollo nacional. Al .
establecerse en la Constitucién los propésitos, atribuciones
y las bases del Sistema Nacional de Planeacién Democré&tica, y
la participacién de toda la sociedad en el proceso se for-
talece la capacidad del Estado para hacer converger 1los

esfuerzos de la sociedad, hacia el desarrollo integral de la

9
canosg.

Constitucién Politica de los Estadge Unidos Mexi-
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' Naclén, que contemple el avance politlco,.ncondmlco, soc1al y-f'

fcultural del pusbloy e TR E R

'En el articulo 28 se introducen las béses para reguléf*el g
abasto. 'y ‘los precios, -asi como para imponer aqueliés limita-
ciones que eviten intermediaciones inhecesarias o excesivas
que provocan’ el alza de los precios. Se sientan las bases
‘jurfdicas para la vital modernizaci6n del comercio interno.
’Dé igugl manera se especifican las acﬁividades que tendré a su
cargo“el'Eatado, lée cuales no serén sujetas a concesién, con
ello se delimita‘convprecisibn el &mbito exclusivo del sector
"pGblico, 'y los alcances de la participacién del'Eétadp.~'Se
fundamenta la. existencia de instituciones, organismos y
empresas gque requiera el Estado para su eficaz desempefio en

las dreas estratégicas y de cardcter prioritario.

‘Asi, la rectoria del desarrollc por parte del Estado es
el ejercicio de la responsabilidad gubernamental en el &mbito
ecqnémico. El Estado mexicano promueve, induce y orienta la
accién de la Nacién hacia los grandes objetivos del desarro-
llo; ésto lo lleva a cabo a través de los instrumentos que por
ministerio de ley tlene la fagultad dc ejercér. El Estado no
puede abdicar de su responsabilidad de conduclr de manera

. soberana . la marcha de su economia.
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. Cébe destacar qqé, el periova’r_t.tcnlg.: 27 de nAu‘estrya C‘a‘rt'ak :
_lvdag_na_vrc»:qn_cede,f_acu;tgdgs al 'Estédo pare regular el rég:i_x‘nen dé:' -
la propiedad privada y el de los recursos naturales suscepti-
bles‘ de apropiacién, ademds, imponer obligaciones y derechos,
Beflala normas'de accién que debe r_ealizaxj el Estado como es la
de lograr una distribucién equitativa de la riquezg»pﬁpliqa,
un desarrollo -equilibrado del pais, asi como el mej’oramiento

de las condiciones de vida de la poblacién rural. 1

En el ptopio articulo 27, anter’ior a . las reformas
ilevadas a cabo en. 1993 por el presidente Carlos Salinas de
Gortari "se hace evidente la intervencién por parte del Estado
en materia de propiedad, ya que dicho articulo concedia al
Estado amplisimas facultades para regular la propiedad ru.ral'
e intervenir en el régimen de dotacién y restitucién de
tierras*® ", confiriendo al .Ejecutivc Federal una funcién de

car&cter primordial en esta accién politica y econémica.

Como podemos darnos cuenta, la rectoria del Estado, o

bien, su intervencién en materia econémica, data de muchos

10 Noriega Cantid, Alfonso, Rectoria del Estado v
Economia Mixta, La Rectcria del Estado en el Desarrollo
Nacional y Constitueién, Edit. Porrua, 1985, pag. 197.

m Fraga, Gabino, Derecho Administrativo, Edit.:
Porria, México, 1991, pag. 18.



: aﬁos'aﬁr&s. Desde mi- muy particular punto de v15ta ¥ Lomando;
. en: cons;deracxén lo antes expuesto, la 1ntervenc16n estatal
debe - ser ‘necesaria’ lndependlentemente en que: grado. ya. que;
'sélo el Estado en su actuar ‘imparcial, tiene-la obligacién de
velar los intereses de la colectividad en general, sobre todo
. de aquellos que carecen de lo mé&s elemental logrando asi una

distribucién equitativa de la riqueza.

Sin embargo, existen ciertas opiniones que conaiaeran
indisﬁgnéable la exclusién.o desaparicién de los articulos 25
¥ 26 constitucionales, debido a la postura adoptada por el
ejecutivo de retirarse de la actividad econémica, logrdndose
con dicha desaparicién un verdadero marco juridico adecuado y

congruente con dicha postura.™

De adoptarsé la exclusidn de los articulos mencionados en
el parrafo anterior, seria prédcticamente estar de acuerdo en
la desaparacién total del Capitulo Econ6mico de la Constitu-
ciéﬁ, toda vez que dichos articulos son'parte integrante del

mismo.

Si bien, nuestro Gebicrno ha llevado a cabo una serie de

medidas, las cuales dan cabida a la intervencién privada en la

12 Fix Fieiro, Héctor, *A la Puerta de la ILey", Edit.
Cal y Arena, Ed. Primera, México, 1994, Pag. 27.



; ébohbmia,nadional;‘no‘éignifica por eso gue el’Eéfado-debh:
vq égiegg;}éus'faculﬁadéé:y’obligaéidhés que fiehe frénté‘a la
:colectividad, ya que el Estado es la finica instancia que en un
: momento ‘dado, podria intervenir en forma imparcial en casoc de
suscitarse 'cualquief‘ acto que s&a ‘contrario o, gue sea

A3 perjudicial ‘al interés general.
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1.2. ‘Anélisis del Capitulo Econdumico de la'cdnstituciénsli”--_ TR

Antes de proceder a analizar el Capitulo Econémico,
seflalaré - cada ‘uno de los- articulos que conforman dicho
capitulo, empezando por exponer el texto original .6y sus
respectivas reformas hasta. concluir con el texto vigente de
cada  artficulo, logréndose finalmente la integracién.del
llamado "Capitulo. Econémico de la Constitucién". Asimismo
quisiera dejar asentado que dichoe.articulos se encuentran
inmersos erréneamente dentro del capitulo "De las Garantias

Individuales”, toda vez que no proclaman ninguna garantia.

Tenemos que en principio, el contenido del articule 25 de
la Constitucién de 1917 en su texto original dice lo siguien-

te:

*La correspondencia que bajo cubierta circule por las

estafetas, estard libre de todo registro y su violacién sers

penada por la ley." ™

3 Burgoa, Ignacio, Lasg Garantias Individuales, Edit.
PorrGa, Ed. Décimo Novena, México, 1985, pag. 713.

% Diario de Debates del Congreso Constituvente de
1917, pag. 61. - N :
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Dicho* articulo sufre su primera y- ﬁltima reforma - en
dlciembre de 1984 alendo titular del Poder Ejecutivo el-Lic.

MJ.guel De la Madrid Hurtado, quedando de la siguiente forma:

"Articulo 25.- Corresponde al Estado la rectoria del
desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral, que
fortalezca la soberania de la Nacién y su régimen democréatico -
Y que, r_nediante el fomento del crecimiento econémico y el
empleo y una mis justa distribucién del ingreso y la :iqlieza, )
permita el pleno eﬂercicio de la libertad y la dignidad de los
individuos, grupos-y clases sociales} cuya sequridad protege
esta Constitucién.

El Estado planeard, conducira, coordinari y orientars la
actividad econémica nacional, y llevard a cabo la regulacién
y fomento de las actividades que demande el interés general en

el marco de libertades que otorga esta Constitucién.

‘Al desarrollo econémico nacional concurrirén, con
responsabilidad social, el sector piblico, el sector social y
el sector privado, sin menoscabo de otras formas de actividad

econémica que contribuyan al desarrollo de la Nacién.

El sector piblico tendrd a su cargo, de manera exclusiva,

las 4reas estratégicas que se sefialan en el articulo 28,



pérrqfo ‘cuarto. de la Constitucién, manteniendo siel_npre el

- control-sobre_los organismos que en su caso .se establezcan. .

Asimismo, podrd participar por sf o con los sectores

social 'y privado,v de acuerdo con la ley, para impulsar .y .~

organizar las Areas prioritarias de desarrollo.

" Bajo criterios de equidad social y productividad se
apoyaréi e impulsaré a iés empresas de los sectores ‘socia;L N
'p'rivado de la gconoinia, sujetdndolos a las modalidades. que
dicte el interés piblico y al uso,. en beneficio general, .de
los recursos productivos, .cuidando su cdnaefvacién_y el medio

ambiente,

La ley e,e.tablkecerélt los mecanismos gque faci'liten la
organizaéidn y la expansién de la actividad écondmica -del
sector social: de los ejidos, organizaciones de tra_bgjadores,
cooperativaé , comunidades, empresas que pertenezcan mayorita-
riamente o exclusivamente a los trabajac_io;es ¥, en general, de
todas las formaé de organizacién social para la produccién,
distribucién y consumo de bienes y servicios socialmente
necesarios.

La ley alentard y protegerd la actividad gconémica que

realicen los particulares y proveerd las condiciones para que
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el desenvolvimiento del sector privado contribuya a;;desarfo-'
1llo. econémico hacional, en los. términos que establece esta’

Constitucién.

El texto original del articulo 25 de la Constitucién de
1917 pasé a colocarse en el articulo 16 del p&rrafo pentltimo,
con el objetivo de que éste junto con los articulos 26 y 28

integren el llamade capitulo econ6mico.de la Constitucién.

El nuevo precepto recoge la demanda de que el Estado, en
su-carficter de organizacién juridico politica de la sociedad,
asuma la rectoria del desarrollo para asegurar la consecucién
»de sus objetivos. Asi, el articulo 25 reconoce el carécter
instrumental del desarrollo, que s6lo podré alcanzarse, cuando
por ser integral, no produce o conserva desequilibrios en
términos de grupos sociales, regiones o sectorés de actividad;
fortalece la soberania nacional, evita la disminucién de la
capacidad de autodeterminacién y ests al servicio de la
democracia, para gque sea posible la dignidad y el pleno
ejercicio de los derechos individuales y colectivos. Mediante
el desarrollo integral se pretende el fortalecimiento de la

soberania de la Nacién y del régimen democratico tants como el
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crecimiento econémico y la més justa distribucién del ingreso

¥ la riqueza, ®

thgfuenté con ia responsabiiid&d confi;ada ‘alA'Eskty:jado, se
ag'rupén las atribuciones que el propio ordenamie’nté consti-
tucional seﬂalay, como el planear, conducir, coordin;ar ‘ >'4
orientar la economia nac:.onal, asi como regular y fomentar las

actJ.VJ.dades que demande el :Lnterés pﬁbllco.

Si bien élk Estado g'oza‘ de estas atribuciones, esto no
sig’nifbiéa que sea actor en todas las vactividades pos‘ibles, ya
que la propia Constitucién establece en el tercer pérrafo de

dicho articulo lo siguiente:

“A)l desarrollo econSmico nacional concurrirén con respon-~
sabilidad social el sector pablico, el sector social y el
sector privado, sin menoscabo de. otras formas de actividad

econémica que contribuyan al desarrollo nacional.® !

Asimismo, la Constitucién introduce los conceptos de drea

estratégica y de &rea prioritaria, cabe dejar asentado,b para

1 Valadés, Diego, Capitulo Econémico de la Constitu-—
¢ién, op. cit., pag. 30. . .

16 Constitucién Politica de los Estados Unidos Mexi-
canos, 1994.
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nuestro mejor entendimiento, que es lo que se entiende. por

estas dreas:

"Area Estratégica.- Es ‘aquellla reservada exclusivémeﬁ_ﬁe .
al sector piblico y que tendré a su cargo ﬁe conformidad con
lo establecido en el articulo 28, p&rrafo cuarto, manteniendo
siempre el gobierno federgl la propiedad y el. control sobfe
los organismos, qué en su caso se establezcan. Asimismo, el
articulo 28 establece la posibilidad de que se agregueni :al
concepto de dreas estratégicas las ectividaaes que expresamen-—

te sefialen las leyes que expida el Congreso de la Unién.

Area Prioritaria.~ Es aquella tjue tiene importancia
destacada para la estrategia de desarrollo vigente, pafticﬁ—
.larmente aquellas tendientes a la satisfaccién de los intere-—
ses nacionales y necesidades populares, ¥ en las que podré
el sector publi‘cgvparticipar por si o con los otros sectores,
en los términos que establezcan las leyes. El carécter
prioritariobvde una drea depende de las circunstancias de cada

etapa del proceso de desarrollo.” ¥

w De la Madrid Hurtado, Miguel, "Problemas Actuales
del Derecho Constitucional", Régimen Econémico de las Cons-—
tituciones de los Estados, Instituto de Investigaciones
Juridicas, Ed. Primera, México, 1994, pag. 238.
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‘El drea estratégica ‘éb;lricide ‘en todos sus puntos (.:onve‘i :
monopolio'estatal constituido conforme a la ley, y de acuerdo
con lo que el derecho mexicano ha consolidado en largos afios

de evolucién légal, 'jurisprudencial y doctrinal.

Es indudable, de acuerdo a lo expuesto por la Constitu-
¢ién en el mencionado articlilo, 1a clara b4 evidente interven-
ci6én estatal, tanto en el sector pGblico como en el sector

social y privado.

Considero necesaria la intervencién del Estado en el
desarrollo nacional a través de los distintos sectores,
siempi-e que dicho desarrollo sea en beneficio del interss

genei:al y con apego a los iineamientos de nuestra Carta Magna.

Con respecto al articulo 26 de la Constitucién de 1917,

éste decia lo siquiente:

"En tiempo de paz, ningfin miembro del Ejército podré
alojarse en casa particular, contra la voluntad del duefio, ni
imponer prestacién alguna. En tiempo de guerra, los militares

podrén exigir alojamiento, bagajes, alimentos v otrac presta-
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ciones ¢ €n los términos que establezca la ley marcial cé;rés- :
pondiente.” ¥ ' '

Dicho articulo fue reformado en Diciembre de i984

quedando de la manera siguiente:

. "Articulo 26.~ El Estado organizard un sistema de
planeacién ‘democrdtica de desarrollo nacional que imp'rimé ’
solidez, dinamismo, permanencia y e‘quidad al crecimiento dé la
economia para la indepexidencia y la democratizacién politica,

social y cultural de la Nacién.

Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Cons-
titucién determinar&n los objetivos de 1la planeacidn; La‘
planeaci6n sersé democrética, mediante la participacién de los
diversos sectores sociales, recogerd las aspiraciones y-
demandas de la sociedad para incorporarlas al plan y a'los
programas de desarrollo. Hébr& un plan nacional de desarrollo
al que se sujetardn obligatoriamente los programas de‘ la

administracién ptblica federal.

La ley facultard4 al Ejecutivo para que establezca los

procedimienﬁo_s de participacién y consulta popular en el

18 Diario de Debates_del Constituyente de 1917, pag. -
61. )
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Ei;téﬁé:ﬁééibnSi:dé.planeaéiéhﬁdemoératica,iy7lés‘cfitériés:
para la formilacisn, idstrumanﬁééiéh, control y evaludcisn del”
élaﬂ y‘ios programas de desarrollo. Asimismo, determinaré los
érganos responsables del proceso de planeacién 'y las bases
para que el Ejecutivo Federal coordine mediante convenios con
los gobiernos de las entidades federativas e induzca 'y
concierte con los particiillares, las acciones a realizar para

su elaboracién y ejecucién.

ﬁh el'siétéma de planeacién democrética, el Congreso de

"la Unién tendrd la intervencién que sefiale la ley."

A través de este precepto se confieren facultades

exclusivas al Estado para planear el desarrollo nacional.

: En eéte articﬁio se recogen a nivel supremo los propési-
. tos, las atribuciones y las bases de un sistema nacional de
planeacisn cuya organizacién compete al Estado, con el fin de
lograr la independencia y la democratizacién politica, social

Y cultural de la Nacién.

nstitucionaliza,

e

En la primera parte del artfculo 26 se
por mandamiento constitucionai, la actividad sistem&tica del
Estado en materia de planeacién para alcanzar el desarrollo

socio—econdmico. Por esta razén debemos considerar como un
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importante coinplemento»del articulo 26, el texto del articulo
25 de la Comstitucién Politica gque otorga..al . Estado .la‘
rectoria del desarrollo nacibnal para garantizar que éste sea

integral.

Con esto se pretende dar orden y sistema para la rectoria’
econémica del Estado, que tiene como tarea permanente el
desarrollo naciocnal. Dentro de este marco, la misién del
estado mexicano es, sin duda alguna, procurar el crecimiento
econémico y asequrar la independencia nacional sobre la base

de efectiva democracia integral de la Nacién.

El segundo p&rrafo de dicho articulo establece que la

planeacién serd democrética.

El Constituyente entiende por planeacién democréitica como
el método que inspira la actividad ptblica, organiza sus
tareas y cumple con las obligaciones que el ejercicio guberna-
mental entrafia y, al mismo tiempo, permite incérporar en €1
las aspiraciones y demanclas de la sociedad en sus mﬁitiples

formas de organizacién.

El derecho positivo mexicano recoge ordenamientos concre-—

tos que supeditan la politica econdémica del gobierno a la
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planeacién, donde se concilian democriticamente los distintos

intereses y se atiende a las. necesidades sociales.

Para-efecto de elaborar y ejecutar el Plgn Nacional con
respecto al concepto de federalismo consagrado en.la Consti-
tucidén, el Ejecutivo Federal celebrar& convenios de derecho
pGblico con los gobiernos de los estados, en cuyo marco, aquél
propondré& las acciones que se deban emprender para alcanzar

tales fines. -

La intervencién legal .del Congreso de la Unién en el
proceso de planeacién democrdtica deberd ser en los términos
en que lo indica el pueblo participe, mediante su legitima
representacién en dicho proceso, y para que esté oportuna y

debidamente informado de sus resultados.

El espiritu de la Constitucién en este sentido hace
evidente Que la funcién rectora del estado, dirigida al
desarrollo nacional, s6lo es posible por medio de un ordena-
cién racional y sistemdtico de sus actividades pdblicas, lo

cual asegura la planeacién.

Por Gltimo, mencionaré el contenido Original del Articulo
28 de la Constitucién de 1917, el cual queda plasmado de la

forma siguiente:
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“Eh los Estados Unidos Mexicanos no habré x’nonép:dlio‘s' ni -’
estancos de ningﬁna clase; exencién de impuestos; ni prohibi-
ciones a titulo de proteccién & la industria; exceptué&ndose
Gnicamente los relativos a la acufiacién de moneda, a los
correos, telégrafos y radiotelegraffa, a la emisi6én de
billetes por medio de un solo banco que contz‘-olaré' el Gobierno
Federal, y a los privilegios que por determinado tiempo se
concedan a los autores y artistas para la reproduccién de sus -
obras, y a los que, para el usc exclusivo de sus inventos, se

otorguen a los inventores y perfeccionadores de alguna mejora.

En consecuencia, la ley castigard severamente y las
autoridades perseguirdn con eficacia toda concentracién o
écaparamientoi en una o pocas manos de articulos de consumo
necesario y que tenga por objeto obtener el alza de los
precios; todo acto o procedimient‘o que evite o tienda a e_vitar
la libre concurrencia en la produccién, industria o comercio,
o servicio al pGblico; todo acuerdo o combinacién, de cual-
guier manera que se haga, de productores, industriales,
comerciantes y empresarios de transportes o de algin otro
servicio, para evitar la competencia entre si y obligar & los
consumidores a pagar precios exagerados; y, en general todo lo

que constituya una ventaja exclusiva indebida a favor de una
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o varias personas det;e_rminqc@s ‘Y con perjuicio del _pﬁb],i_qg_en

~general o de alguna clase social.

No constituyen monopolios las asociaciones de trabajado-

res formadas para. proteger sus propios intereses.

 Tampoco constituyen monopolios las ésocigciones o
sociedades, cooperativas de productores para que en defensa de
sus intereses o del interés general vendan directamente en los
mercados ext.ranjeros los productos nacionales o industriales
que sean la principal fuente de riqueza de la regién en que se
produzcan, y que no sean articqlos de primera necesidad,
siempre que dichas asociaciones estén bajo la vigilancia o
amparo del Goblerno Federal o de los Estados, y previa
autorizacién que al efecto se obtenga de las legislaturas, por
8l o a propuesta del Ejecutivo, podran derogar, cuando las
necesidades pdblicas asfi lo exijan, las autorizaciones
concedidas para la formacién de las asociaciones de que se

trata.," 7

Posteriormente dicho articulo sufre su primera reforma en

noviembre 17 de 1982, adicionéndole el parrafo siguiente:

1 Ibidem, pag. 387.
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"Se ‘exceptia “también de 1o 'pre\iie.to‘ ‘en lé'briméré parte’
del ' primer - parrafo Yde este articulo,” la’ prestacién -del
servicio pdblico de banca 'y de crédito. Este -servicio sers
prestado exclusivamente por el Estado a travées de inatitﬁcioé.
nes, en los térm,i.hoa que establezca la dorre‘sbondiente ley
reglamentaria, la que también determinard las garantias que
protejan los intereses del pGblico y el funcionamiento de
aquéllas en apoyo de las politicas de desarrollc nacio’n.al'. El
servicio pGblico de banca y crédito no sers -objeto de conce~

si6n ‘a particulares.”

‘Se‘lleva a cabo la segunda reforma en febrero 5 de 1983,

mediante la cual se adicionan los parrafos siguientes:

“Las leyes fijarén bases para que se sefialen precios
méximos a los articulos, materias o productos que se conside-
ran necesarios para la economia nacional o el consumo popular,
asi como para imponer modalidades a la organizacién de la
distribucién de esos articulos, materias o productos, a fin de
evitar que intermediaciones innecesarias o excesivas provoguen
insuficiencia en el abasto, asi como el alza de precios. La
ley protegerd a los consumidores y proporcionard su organi-

zacién para el mejor cuidado de sus intereses.
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"Se excei)tﬁa“tambiéd de ‘1o previsto en.la primera parte
dgl -'p:.fimer parrafo de egte: articulo,  la prestacién del
servicio piblico de banca y de crédito. Este servicio ser4
prestado exclusivamente por el Estado a través de institucio-
nes, en los térmgfnos que establezca la correspondiente ley
reglamentaria, la que también determinar& las garantias que
protejan los intereses del pfiblico y el funcionamiento de
aquéllas en apoyo de las politicas de desarrollo nacionél. El
servicio pblico de banca y crédito no ser& objeto de conce-

Bi6én a particulares."

Se lleva a cabo la segunda reforma en febrero 5 de 1983,

mediante la cual se adicionan los p&rrafos siguientes:

“Las leyes fijarédn bases para gque se seflalen precios
méximos a los articulos, materias o productos que se conside-
ran necesarios para la economia nacional o el consumo popular,
asil como para imponer modalidadss a la organizacidén de la
distribucién de esos articulos, materias o productos, a fin de
evitar que intermediaciones innecesarias o excesivas provoquen
insuficiencia en el abasto, asi como el alza de precios. La
ley protegerd a los consumidores v proporcicnerf su orgahi-

‘zacioén para el mejor cuidado de sus intereses.
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‘Dentro de los. sectores que no constituyen monopolios-ée
agregan, el petféleo y 165 demds hidrocarburos; . petroquimica
bésica}‘ minerales radioactivos y: generacién ‘de ‘energia
nuclear; -electricidad; ferrocarriles y las>actividad§a que
expresamente sefialen las leyes que expida el Congreso de la

Unién.

El Estado contard con los organismos y empresas gque
requiera. para el -eficaz manejo de las &reas estratégicas a su
cargo Yy en las actividades de cardcter prioritario donde, de
acuerdo a  las leyes, participe por si o con los sectores

social y privado.

-El. Estado, sujeténdose & las leyes, podrd en caso de
interés general, concesionar la prestacién de servicios
piblicos o la explotaci6n, uso y aprovechamiento de bienes de
dominio de la Federacién, salvo las excepciones qgue las mismas
prevengan. Las leyes fijardn las modalidades y condiciones
que aseguren la eficacia de la prestacién de los servicios y
la utilizacién social de los bienes, y evitarén fenémenos de -

concertacién que contrarien el interés piiblico.

La sujecién a regimenes de servicio piblico se apegard a
lo dispuesto por la Constitucién y sélo podréd llevarse a cabo

mediante ley.
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Seipodrén'otorgar subsidios a“’actividades prioritafiaé;
cuanddfsean'géhefdles, de ¢arécter 'temporal yinﬁ'afecféh*
‘sustancialmente las finanzas de la Nacién. El Estado visitara

su aplicacién y evaluari los resultados.de ésta.™

Por lo que respecta a la facultad del Estado de concesio-
nar ‘la prestacién de servicios piblicos, analizaré ‘en el
dltimo capitulo de este trabajo dicha figura,‘sobre'todd el

cuestionamiento de la misma en materia de ferrocarriles.

Finalmente se lleva a cabo la Gltima reforma en septiem-—
bre 5 de 1990, en la cual se abroga el quinto parrafo relativo
a la prestaci6én de servicios de banca de crédito en forma
exclusiva por parte del Estado, debido al acuerdo que estable-
ce los principios y bases del proceso de desincorporacién de
las Sociedades Nacionales de Crédito; Institucién de Banca

MGltiple, y crea el Comité de Desincorporacién Bancaria.
Asimismo se adicionan los dos parrafos siguientes:

"El Estado tendr& un banco central que serd auténomo en
el ‘ejercicio de sus funciones y en su administracién. Su
objetivo prioritario ser& procurar la estabilidad del podef

adquisitivo de la moneda nacional, fortaleciendo con ello la
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rectoria del desarrollo nacional que . corresponde al Estado.
Ninguna autoridad podrd ordenar al banco conceder financia-

miento.

No const@tuyen monopolios las funciones que el Estado
ejerza de manera exclusiva, a través del banco centrgl en las
éreas estratégicas de acufiacién de moneda y emisién de
billetes. El banco central, en los términos que establezcan
las leyes y con la intervencién que corresponda.a las autori-
dades competentes, regulard los cambios, asi como la interme-
diacién y los servicios financieros, contando con las atribu-
ciones de autoridad necesarias para llevar a cabo dicha
regulacién y proveer a su observancia. La conduccién del
benco estard a cargo de personas cuya designacién sera hecha
por.el Presidente de la Repiiblica con la aprobacién de la
Cémara de Senadores o de la Comisién Permanente, en su caso;
desempefiaran su cargo' por perfodo cuya duracién y escalona-
miento provean al ejercicio aut6nomo de sus funciones; sélo
podrén ser removidas por causa grave y no podrén tener ningdn
otro empleo, cargo o comisisn, con excepcién de aquéllas en
que actGe en la representacién del banco y de los no enumera-
dos en asociaciones docentes, cientificas, culturales o de
benefiéenci_a. Las personas encargadas de la conduccién del
banco central, podréin ser sujetos de juicio politico conforme

a lo dispuesto por el articulo 110 de esta Constitucién.”
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" El ‘precepto vigente subordina los derechos individuales

al interés de la sociedad.

‘Es evidente que el articulo 28 no sélo establece” los
llamados monopoliocs legales, si no que condena 'todas las
formas conocidas de monopolios 'de hecho, propugnande el
establecimiento de una legislacién adecuadamente severa para
perseguir y combatir tales combinaciones, en cuanto causen

perjuicio al ptblico en general o alguna clase social.

Conviene subrayar que el actual precepto no prohibe los
monopolios con el s6lo fin de proteger a los productores o
distribuidores y asegurar la libre concurrencia, si no que es
partidario de ésta fGnicamente en la medida en que ella
beneficia a los éonsumidores, cuyos intereses son, en Gltima
instancia, la que trata de prof:eger esta norma constitucional.
" Dicha orientacién se desprende claramente de las reglas
contenidas en su pérrafo segundo, en el que reiteradamente
hace mencién al prop6ésito de evitar que el piblico tenga que

pagar precios excesivos por los productos y servicios.

En lo relativo a las prohibiciones que consigna, agrega
la de exencién de impuestos, por considerar que cualquier

ventaja exclusiva en favor de uno o varios productores, es
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contraria a la libre competencia y-tiénde a crear el.monopo- .

lioc.. ... .

En 'es_'ta tendencia de reformas llevadas a cabp,‘ expondré
al final de este trabajo la iniciativa de reforma al- articulo
28, cuarto. parrafo de la. COnstitucién,.vpresentada por el
actual 'Pres.idente Lic. Ernesto Zedillo Ponce de Léén, el -dia

17 de enero de 1995.
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El?. PROCESO DE LIBERACION EN NUESTRO ORDEN JURIDICO
2.1. La Influencia del Neoliberalismo en el Mundo.

A continuacién desarrollaré brevemente la influencia
nreoliberal en paises como Inglaterra:, Brasil, 'Ufuguay b4
México, ‘en éste Gltimo dicha influencia la encontramos
reflejada en los dos Gltimos sexenios en nuestro pais, la cual
ha quedado plasmada en los respectivos planes nacionales ‘de
desarrollo que expondré en los dos puntos siguientes del

presente trabajo.
INGLATERRA

La influencia neoliberal en Inglaterra trajo como conse— '
cuencia el proceso de privatizacién llevado a cabo a raiz de

la toma de poder de la Primer Ministro Margaret Thatcher.

Con anterioridad a 1979 el sector parcestatal no
habia sido puesto en duda, salvo en los episodios referidos al
acero y parcialmente a los transportes, e incluso los conser-—

vadores llevaron a cabo un proceso de nacionalizacién.
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sin émbargd para 1979, el actual goﬁierno se entrega a-la
lnstauraclén del monetarismo y. profesmn de fe del *"minimalist
state” :Lnterpretado como "mejor gobierno con el menor gobier-

no*.

Dicho gobierno es encabezado por la Sra. Margaret
Thatcher cuya plataforma politica se referia a la venta de
Aerospace, Shipbuildings, National Freight Corporation,
adjuntamente con el . atenuamiento de los requisitos para
otorgar licencias en el sector de transporte. 'Siﬂ embargo, al
circular el conocido “Ridley Report" del partido,. este
recomendaba la venta de las industrias nacionalizadas, -
adicionalmente a la extincién de todos los monopolios pdbli-
cos. Dicho programa perseguiria el incremento de la eficien-
cia y la promocién de la competencia basado en el perjuicio de
la inevitable inferioridad econémica de las Empresas Publicas.
Seglin John Moore (Secretario de Finanzas) el éxito a largo
plazo de esta reversién sin precedentes estaria determinado

por la medida en que se logrard estimular mayor competencia,

Como ejemplo de las primeras empresas pdblicas sujetas al
proceso de privatizaci6én fueron la British Aerospace, British
Airways, National Freight Corporation y la National Enterprise
Board. Para 1982, 400,000 trabajos habian sido transferidos

al sector privado.
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".De, acuerdo  con el Ridley Report, . .las- agrupaciones

gremlales del sector pGblico como son -los sxndlcatos dafiaban

la economia debido a que tenian un excesivo poder de negocia-

ci6n, punto importante a favor del proceso de privatizacién.

Asimismo, como argumentos a favor de la privatizacién, se

ha dicho que esta se debe:

(iii)

(iv)

)

(vi)

a la falta de control efectivo sobre la Empresa
PlGblica Briténica;

la falta de objetivos claros'y.conéistented para
el sector;

la carencia de coordinacién en las éoliticas de
precios, de inversién etc;

insuficiencia de control .de actuacién;
tendencia por parte del gobierno a ‘participar
preponderantemente en los aauﬁto; de las empre-—
sas con un horizonte de corto plazo en razén de
sus preocupaciones electorales; y

demasiada autonomia entorpecida con intervencio-

nes politicas.

A -pesar de  los arqumentos a favor antes sefialados, |

. también hubo criticas en el sentido de que el auto de fe por

el cual las Empresas Estatales son inevitablemente inefi-
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ciehtes , no parece coincidir con la evidencia empirica, no le
han encontrado diferencias substanciales en la eficiencia
técniéa y de distribuci6n de las empresas pGblicas y privadas.
_Igualmente se ha dicho que las empresas traspasadas funcionan
actuaimente como ya 10 hacian antes en manos del Estado aungue
sih deudas ademés, la cartera de empresas pGblicas remanentes
es de entidades deficitarias. Por otra parte, la experiencia
demuestra que las grandes empresas privadas dificilmente se
han podido sujetar mediante restricciones de mercado, asi como
tampoco los mercados oligopoliticos han demostraqo la existen-
cia de un factor o6ptimo de asignacidén, de un miximo de
bienestar social, o la preeminencia de la soberania del
consumidor; tampoco ha sido demostrade gque sea viable la
regulacién del mercado o la supervisién eficaz de los monopo-

lios.

Finalmente, se dice que la critica relativa a las inefi-
ciencias de las Empresas Pdblicas en manos del Estado,.se ha
concentrado bé&sicamente en errores e inconsistencias del
régimen, pero atn falta una discusi6n seria respecto a los
beneficios de las empresas pGblicas. E1 Gobierno hasta ahora
ha tenido éxito en st programa por lo que al nimero de ventas

concierne, sin embargo, muchos consideran que esto es atribui-
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ble a la Aindescisién,. a la ambivalencia y :a. la falta. de

cbnsenso de los grupos de interé&s més afegtadés. ® o

Como podemos apreciar, después de este breve andlisis, el
proceso de privatizacién entablado como resultado de la
influencia del neoliberalismo ofrece argumentos tanto a favor

como en contra.
BRASIL

En el inicio de los afios ochenta, la transicién politica
evn' curso habia aclarado, hasta cierto punto, las dificultades
del sistema politico y del gobierno del régimen autoritario en
desdomposicién. Al iniciarse el gobierno civil, en 1985 y

© 1986 fueron adoptados una seria de programas politicos con el
objeto de superar la crisis existente; sin embargo, el fracaso
de dichos programas se auné al reconocimiento de que el propio
Estado estaba en crisis: su forma material, su armazén
burocratico-administrativo, su patrén de regulaci6n, los
>mecanismos m&s . resistentes de su relacién con la sociedad,

todo estaba en.crisis.

i Duefias Ruiz, Jorge, Empresa PGblic lementos
para un Examen Comparado, Edit. Fondo de Cultura Econémica,
Ed. primera, 1988, pag. 366, 370 y 371.



Con el fracaso de- los programas entablados, se agoté-
- también el optimism'p que concebia como posibie'recomponer y
,réinstalar, con aquel Estado, un modelo de- desarrollo con
fuerte contenido social, a través de politicas apoyadas en la

creciente intervencién estatal.

La reforma del Estédo, ahora concebida en términos més
globales, pasé integrar la agenda sistematica; pasé a constar
de las propuestas. y programas de gobierno presentadas en las

- elecciones presidenciales de 1990, compohiendo actualmente, en
la ret6rica, la agenda gubernamental, pero de un gobierno que
redujo el programa de reformas a un vacic del recetaric

neoliberal de modernizacién.

Enaayos’ de ajustes macroeconémicos y reformas institu-
cionales han sido intentados desde el inicio de los afos
ochenta. Entre 1982 y 1991, fueron intentados siete programas
de ajuste: el programa Delfim, el Plan Cruzado, el Cruzado II,
el Plan Bresser, el Plan Verano, el Plan Collor y el Plan
Collor II, desdoblados en la institucién de cuatro monedas,
cinco congelamientos de precios, 14 politicas salariales, 18
cambios en las reglas de cambio, 54 tipogs de cocntrol de

precios y 19 decretos sobre austeridad fiscal.
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Teéricamente, ya hubo programas de reforma administra-
tiva, fiscal, finénciera, comercial, con. el sentido de
apertura' de :la economia, del patrimonio ptblico -las piiva-
tizaciones— y de los programas sociales, particularmente el de

previsién social.

El pais entré en los afios noventa arrastrando problemas
de la misma naturaleza que aquellos del inicio de los ochenta:
el retorno a altisimas tasas de inflacién y la blasqueda de la .
estabilizacién a través, ahora, de los mds ortodoxos instru-
mentos de politica econ6mica, produciendo ya insoportables
costos sociales. ' Se ensaya un reajuste fiscal, sin que se
prevea en el horizonte una solucién razonable para este campo
tan fuertemente marcado por conflictos y resistencias. Se
realiza un programa de privatizaciones que, al final, desembo-
ca en una inesperada solucién, los grandes fondos de pensiones
de las empresas estatales comprando acciones de las empresas

privatizadas.

Una llamada apertura de la economia —la reforma comer-
cial- en ausencia de una politica industrial decidida, resulta
mucho m&s una amenaza para -los sectores industriales esta-
"blecidos que la introduccién responsable de mecanismos

promotores de la competitividad.
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.. En.el campo de los prdgramas,sociales, la implént&cién de
la reforma del sistema de salud se encuentra cbsticulos cada
Qéz' méis sérios; en el caso de la previsién social, después de
reformas generosas introducidas por la Constitucién de 1988,
lo que se verifica penosamente es la casi imposibilidad de’
ejecutarlas, situaci6én ocasionada por un sin ntmero - de
propuestas de privatizacién o de complementacién del sistema

politico.®

“Finalmente se llega a la conclusién de que la adopci6n de
posturas neoliberales modernizadoras no fueron la solucién de

la crisis econémica, la cual aGn persiste.
URUGUAY

Con un cierto retraso respecto de otros paises de América
Latina en buena medida ligado a la larga tradicién estatalista
Y a la actual relacién de fuerzas politicas- el proceso
orientado a modificar el papel del Estado en la sociedad y en
la economia, concentrado en las propuestas gubernamentales de
achicar al Estado y privatizar las empresas o los servicios

que prestan, ha ido avanzando en los iiltimos afios. Ecte

@ Revista de la Sede Académica de México.de la
Facultad Latinoamericana de Ciencias.Sociales, vperfiles
Latinoamericanos", Edit. Flacso, México, 1992, pag. 70,73.
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“impulso ‘comenzé - durante el gobierno del Partido 'Colorado -
(1985-1989) 'y se acelers sobre todo en los dos afios del actual

' gobierno del Partido Nacional (o Blanco).

A diferencia de ciertos aspectos ligados a la politicav
econémica de corte neoliberal -libertad de cambio, progresiva
baja de aranceles, baja en varios rubros del gasto social,
reducci6én de funcionarios pGblicos en algunas de las empresas
estatales, baja de loé salarios de los empleados del Estado,
~que fuercn iintroducidos por la dictadura militar, el impulso
decisivo en la prédica por achicar el Estado y privatizar
buena parte de sus biex;es, activos y funciones, comenzé

durante el gobierno de J.M. Sanguinetti.

VLa victoria, en 1989, del Partido Nacional -~y dentro de
€1 su sector herrerista, el mé&s radicalmente neoliberal—- dié
un empuje sustancial a este proceso. Proceso que es al mismo
tiempo ideolé6gico, politico, legislativo y de decisiones

administrativas del propio Poder Ejecutivo.

La aceleraci6n de dicho proceso, no sélo estd fuertemente
ligada a actores econémicos, politices e ideclégicos locales,
sino también a la creciente dependencia de los dos Gltimos
gobiernos respecto a las presiones de organismos como el Fondo

Monetario Internacional (FMI), el Banco Mundial (BM) y el
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“propio Banco Interamericano de Desarrollo (BID). . Presiones a
‘su-vez fortgleci’daa, en su eficacia, por-el gran aumento de la
‘déﬁdé externa y -las crecientes dificultades para pagar -los

intereses y por supuesto el principal de la misma.

Sin duda este proceso se inscribe en el movimiento més -
general del resto de paises de la regién. Es indudable que la
relativa lentitud de su avance en el Uruguay corresponde a las
caracteristicas histéricas de las relaciones Estado-politica-
sociedad civil -en el pais, e incluso al hecho especifico de
que las fuerzas politicas que se oponen a toda parte del
programa gubernamental, tienen un muy significativo peso

electoral y de opinién ptblica, tales como:

(a) Que la Constitucién tiene incorporada

taxativamente muchas trabas a los cambios propuestos;

(b) Que buena parte de los principales apoyos
empresariales del gobierno vivieron, y siguen viviendo en -gran
medida, gracias al estatalismo cldsico en sus manifestaciones

multifacéticas de regulacionismo y proteccionismo;

(c) Oue los sindicatos y otras fuerzas sqéiales
atin poseen un razonable agrado de legitimidad y de fuerza

negociadora; y finalmente,
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(d) Que no sélo la‘izquiefda coaligada en' el
Frente Amplio -y su reciente deeprendimiento; el llamado Nuevo .
Espaclo—, sino también sectores minoritarios del partido en el
' ‘gobierno y del Partldo Colorado, se oponen a parte sustancial
de “las propuestas de reforma y en varios temas levantan su -
propios proyectos alternativos, superando paulatinamente sus
planteamientos que en principio eran puramente defensivos del

status quo estatal.

En este sentido, en el caso uruguayo juegan ademés otros

factores de relevancia.

En primer lugar, la larga tradicién democratica y
participativa de la poblacién en general y de las asociaciones

de la sociedad civil en muy variados planos.

En segundo lugar, la existencia efectiva de un aistéma de
partidos ~y/o lemas y/o coaliciones, segin las distintas tesis
‘en debate actualmente— con arraigo en la ciudadania y que, a
pesar del relativo retroceso de su importancia desde 1968 en
adelante, los partidos siguen jugando un importante papel
mediador entre la sociedad y el Estado y por lo tanto en las

decisiones gubernamentales.
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“En- tercer lugar, el hecho de que se-combine -la ‘forx‘nawde
.‘ régimen '-semi—presidencial» o semi-parlamentario, 'segtn. los
d‘:‘.;lérx‘;ols analistas—; el cardcter de primera minorfa del
partido de gobierno, lo que lo priva de mayoria en el Parla-
mento; y la inexistencia, hasta ahora de espacio politico para
. imposiciones abiertamente extra-constitucionales y verticalis-
tas del presidente, factores todos que -sumados a los anterio—
res—. ocbligan, o por lo menos propenden, a que gran parte de
‘las reformas de. importancia en este plano deban sufrir un
proceso relativamente complejo y laborioso de negociaciones

fuera y dentro del Parlamento.

En el amplio espectro de reformas estatales en curso o
‘proyectadas, en torno al tema de las privatizaciones y el de
la seguridad social —especialmente las jubilaciones y pensio-—
nes-, son los que han generado los debates y las movilizacio-
‘nes més intensas, y también la mayor produccién de iniciativas ‘

legales, en trémite o ya aprobadas por el Parlamento.

Entre las ya aprobédas, la de mayor significacién es la
Ley 16.211 (Servicios pGblicos) ~habitualmente llamada 'Ley de
Empresas Piblicas" —que, en sus articulos de mayor trascenden—
cia Yy de mayores efectos privatizadores, fue aprobada en el
Senado por un solo voto de diferencia, lo que indica el grado’

de polarizacién existente sobre el tema.
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Esta ley tiene dos caracteristicas muy particulares. La
piimera, que en ella se combinan artficulos m;xy generales y en
pfihcipio aplicables en su orientacién privatizadora a todas
las ‘empresas pGblicas, industriales, comerciales y de servi-
cios. -Y a la vez, detiene y regula mecanismos y direc;ivas
nuy especificas sélo para algunas de ellas: PLUNA, es decir la
compafifa aérea nacional; ANTEL, ente Aut6nomo que tiene el
rﬁonopolio de todas las telecomunicaciones; ILfE, empresa
descentralizada que se ocupa de la pesca en generalb y de la
industria de lcbos. marinos; UTE, que monopoliza la generacién

y venta de energia eléctrica en todo el pais.

La segunda caracteristica de esta ley es que con indepen-~
dencia de sus especificaciones para ciertas empresas, los
articulos lo. y 2o0. del capitulo I eliminan el papel decisorio
y de contralor del Parlamento -taxativamente previsto por la
Constitucién- en materia de privatizaciones y demonopolizacio-
nes, estableciendo, por via de una ley ordinaria, una total
delegacién de atribuciones al Poder Ejecutivo -en forma
general e indefinida— autorizéndolo segGn su sola decisién
administrativa a transferir o conceder, si asi lo considerase
conveniente, todos y cualesquiera de los servicios publicos a

5U cargo.
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] M&s alla de la forma concreta en que el. Poder Ejecutivo
haga uso. de estas amplisimas atr:.buclones, o reglamente para ..
" gu efectivizaciodn los articulos referidos a las empresas antes
mencionadas, es indudable que se trata de una ruptura muy
profunda, no s6lo con la tradicién politica nacional, .sino
también con toda la filosofia y los propios textos explicitos
de las constituciones vigentes de 1934, incluyendo por

supuesto la de 1966, actualmente en vigor.

Ademés de este aspecto sustantivo central, sobre el cual
la clase politica y la propia opinién pGblica esté&n claramente
poiarizadas précticamente en dos mitades de peso similar, los
obositores han sefialado que tanto la via elégida, como varios
de los articulos de la ley, violan la Constitucién y que el
camino legitimo deberia haber sido el de una Ley Constitucio-
nal —que requiere mayoria de dos tercios de votos en cada

cdmara y luego ser sometida a un plebiscito constitucional.

Es sin duda por ambos motivos combinades, gque los
sectores mayoritarios del bloqué opositor a la ley -y méas en
general a gran parte de la filosofia de reformas estatales en
curso ~decidieron rapidamente utilizar el recurso constitucio-
nal que habilita a que, mediante la iniciativa popular, se

recorra el camino de impugnacién mediante un plebiscito
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derdgatorio de ‘leyes aprobadas por el Parlamento, tal ’domo se

hizo en-1987 respecto a la ley de amnistia a los militares. ..

En una perspectiva comparativa, cabe sefialar que el
Uruguay es el tGnico pais de América Latina donde por decisién
politica de 1la oposicién, por la correlacién de fuerzas
politico—sociales y por habilitarlo la Constitucién, al menos -
una parte del proceso privatizador deber4 pasar en definitiva

. por una consulta popular amplia y democrdtica. Cualquiera sea
el résultado del plebiscito ello significa —en el plano de los
prdcedimientos- un componente altamente significativo para el
proceso de democratizacién en. curso. Esta particulla'riydad
tiene, sin duda, sus causas también en el conjunto de caracte-
risticas sccio-politicas de la sociedad uruguaya -en su
historia y en la actualidad -y en sus fuertes tradiciones

participativas.?

En virtud de lo anterior, las reformas planteados fueron
sometidas a consulta popular a través de un plebiscito,

obteniendo como resultado la derogacién de la ley 16.211.

a Ibidem, pag. 250, 251.
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2.2..- El Plan Nacional de Desarrolle dcl'Lic. Higuel: De la
‘Madrid. '

Antes de mostrar ia influencia neoliberal contenida en

_ los respectivos Planes Nacionales de Desarrollo adoptados
tanto por parte del Lic. Miguel De la Madrid como por el Lic.
carlos Salinas de Gortari, tenemos que el enlace entre las
ideas sefialadas en el Capitulo anterior, y las ideas por
desarrollar en el presente punto, se encuentra en el articulo
26 de nuestra Carta Magna; que establece la obligacién por
parte del Estado de organizar un sistema de planeacién del
desarrollo nacional que impz:ima solidez, dinamismo, permanen-
cia y equidad al crecimiento de la economia, teniendo presente
también que dicho articulo forma parte integrante del Capitulo

Econémico de la Constitucién.

A continuacién procederé al desarrollo del punto en

cuestidn,

En 1982, la economia nacional mostré la peor crisis de su
historia: una elevada tasa inflacionaria, fuga dc capitales,
nulo crecimiento del PIB, aumento sustancial de la deuda
externa y una balanza de pagos desfavorable. La nueva

administracién buscé frenar los efectos de la crisis a través
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de nuevos f'etos., y en espeéiéi en la re'e\structurac;ién" del
"éé(g{;‘ér”paf‘ae‘statal, quedando plasmado dicho ‘reto en el Plan
Nacional de Desarrollo 1983-1988 (PND); en el punto 6.3 del
PND, el Estado planteé la neceszdad de reorgam.zar la ad-

minmtraclén de la Empresa Ptblica (E.P.). E

Antes de constatar el nuevo giro que se di6 en materia
econémica a partir de 1983, es necesario hacer referencia a
una serie de circunstancias que dieron cabida al * cambio

estrictural entablado por el Lic. Miguel De la Madrid.

Los antecedentes internos ‘del cambio estructural en’

México referentes al comercio exterior fueron:
a) una economia petrolizada, es decir, las exportaciones
petroleras fueron la panacea de las exportaciones mexicanas de

hasta un m&s del 70%;

b) un 100% de las importaciones estaban sujetas a previo

permiso;

& tasas arancelarias se elevaron hasta un 100%; y-

3
3
=
)
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. d). 'la desconfianza de los inversionistas extranjeros
‘v'como producto de los altos indices inflacionarios y proteccio-

‘nismos .

~Con éstas y otras caracteristicas estalla la crisis
econSmica en 1982, y como resultado una dréstica caida de los
. précios del petréleo trayendo aparejada una dré&stica cafda de

"divisas :llegando a una balanza comercial deficitaria.

Con todo lo expuesto anteriormente, se eleva la in-—- -
flacién, se eleva el gasto publico, aumentan las tasas ée la
deuda externa y se da una situacién critica en las finanzas
‘del sector paraestatal. De esta forma el régimen al mando del
pPresidente Miguel de la Madrid responde ante la crisis con el

Cambio Estructural. compuesto por tres grandes temdticas:

1) Saneamiento de las Finanzas PGblicas;
2) Reestructuracién del Sector Paraestatal; y

3) Racionalizacién de la Proteccién Comercial. 2

Los nuevos cambios en la economfa mundial y la critica
situacién a la.que llegé nuestro pais a principics ds la

década de los ochentas, hicieron necesario realizar una serie

= H. Camara de Diputados LIV Legislatura y Secofi,
México, abril 1990,
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= de ca.mbiOS profundos y adoptar decisiones de gran trascenden=
'éi'a’ para dejar atrés una economia sumamentté. .protegida dura?xte
décadas. Si bien dicha proteccién le permitié logros impor-
‘r_an,tes_' ésta en esos momentos ya no proporciona al pais las

divisas necesarias para su nueva etapa de desarrollo. 2!

‘En- el &mbito internacional se adoptaron tres medidas

trascendentales:

(i)~ apertura de la economia para enfrentarla a la com-
petencia internacional, haciéndola mé&s competitiva

frente a otros mercados;

(ii) incorporacién al Acuerdo General de Aranceles

Aduaneros y Comercio (“GATT"); y

“(iii) ' promocién del pais ante el mundo y participacién

més amplia en Foros Internacionales. 2

Un claro ejemplo de esta politica liberal en materia

econémica es la incorporacién de México al GATT en 1985. Este

a Millan B, Julio A., La_Cuenca del Pacifico, Refor-

ma Econ6mica en México, Edit. Fondo de Cultura Econémica |
(“FCE"), Ed. primera, México 1992, pag. 101.

2 Ibidem, pag. 102.
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'lproce'go de. apertura comercial ha significado un rep'lantea"-

" miento est‘ructural de la estrategia de crecimiento.

Dicho proceso, ha sido complementado a través de  la
negociacion de acuerdos comerciales con distintos paises, como
"lo estipula el articulo XXIV del GATT que otorga dicha

facultad a los paises miembros.

(fomo nota ejemplificativa tenemos que la priméra etapa
del proceso consistié en la eliminacién de la mayoria de las
restricciones no arancelarias y su sustitucién por barreras
arancelarias, para reducir, en una segunda etapa, los niveles

y la dispersién de dichos aranceles.

En 1982, el 100% de las fracciones arancelarias requerian.
un permiso previo de importacién, mientras que para 1992 menc;s
del 2% de ias fracciones lo requieren. El arancel mé&ximo paso
de -100% a 20% en el mismo periodo y el arancel promedio

ponderado se sitGa actualmente en un nivel cercano al 10%. =

= vy A., Santiago, La Adminjstracién Piblica
Conte temgoragea en México, La Apertura Comercial, Edit. FCE,
_Ed primera, México 1993, pag. 1l16.
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gin estos camb:.os en las politicas y en los J.nstrumentos'
econ&mlcos, diffcilmente México podria estar en condxc:.onea de ;
part:.cqur en la nueva estructura internacional, en la que los
blogues econémicos y la globalizacién adgquieren una s.ingular

~ jmportancia.’
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.. 2.3. Plan Nacional de Desarrollo del Lic. Carlos Salinas de
: cortéri‘;

La influencia neoliberal es clara é partir del sexenio

encabezado por el Lic. Miguel De la Madrid, como quedé

expuesto y analizado en el punto anterior.

Esta linea neoliberal, sin duda, fue seguida por el nuevo

" presidente Carlos Salinas de Gortari. Se introduce dentro del
discurso politico la desgastada palabra “modernizacién”. Esta
la encontramos dentro del PND 1989-1994 a nivel de todos los
posibles sectores como signo de progress, ai/ance, desarrollo

stc.

Modernizacién Econémica implica un sector piblico mas
eficiente para atender los requerimientos de infraestructura
econémica y social del desarrollo; una mayor competitividad -
del aparato productivo en el exterior; un sistema de regula-
ciones econémicas que en vez de atrofiar, aliente la actividad
econémica eficiente de los particulares, elimine insegurida-
des; permita y - fomente la concurrencia de todos en las
actividades productivas; en suma, mas productividad y ‘mas

competitividad.
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Dentro de -las - lineas politicas de la Moderx;izé:i@n

.’ Econémica, encontramos un evidente fome_ntio'hacia la liberacién

rompiendo asi con las llamadas protecciones, tales como:

a) Avanzar hacia una participacién mds eficiente de

México en la economia mundial.

b) - ‘Promover un flujo de inversién extranjera que apoye
los objetivos del pais, mediante la aportaciédn de
recursos financieros para la inversién en territo—_'
rio nacional, la cr}eacrién de empleos, el acceso a

mercados exteriores y la difusién de tecnologias.

c) Actualizar las noxmas de regulacién de la actividad
productiva para desburocratizar y simplificar
trémites, propiciar el abatimiento de costos e
incertidumbres, asi como una mejor asignacién de
recursos; Yy alentar uné mayor concurrencia - de
productores que sirva de acicate a la competitivi-

dad y productividad.

Una racionalizacién de la politica de comercio exterior,
como medida de modernizacién, ya que la politica de proteccién
excesiva a los prcductores del pais frente a la competencia

externa propicié un asignacién ineficiente de los recursos
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nacionales, una concentraci6n del ingreso, beneficios o ventas
: especiales a monopolios y oligopolios,"siendo los més perjudi-~
cados el propio consumidor; de este modo, llevada a cabo esta. '
pblitica de racionalizacién conlleva a super\ér'este obstéculo
eliminando requisitos de permisos previos a la‘'importacién 'y

disminuyendo aranceles.

Una desregulacién en todos los sectores, en especial 1los
de ‘mayor  impacto en las exportaciones,  autotransporte,
puertos, ferrocarriles, aviaci6én, telecomunicaciones, etc;
fortaleciendo asi a la competitividad del pais, en el entendi-
do de que la liberacién comercial y la desregulacién interna

son dos aspectos inseparables de la modernizacién.

-Otro punto importante es el fomento a la inversién ex-

tranjera directa adoptando las medidas siguientess

~' Haciendo que los procedimientos de autorizacién de las
nuevas inversiones permitidas por la ley sean automa-

ticas, expeditas y transparentes.

- ‘simpliificacién de tramites y fluidez institucional a

los procedimientos.
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) - — Aprovechar al méx.uno la aportacmn tecnolég:.ca Y. el -

- ‘acceso ‘a ‘los 'netcadoa de exportacmn de la 1nver516n
2

extranjera.
Una vez analizado 'lo anterior considero necesarios

exponer la Naturaleza Juridica del PND:

Es aquel dochmento emitido por- el Ejecutivo Federal
;'xnediant_e la participacién de los diversos sectores, recono-
é:_iendo' asi las aspiraciones y demandas de la sociedad para su
incorporacién a dicho documento y el cual tiene como objetivo
el establecer la organizacién y coordinacién de las distintas
actividades econémicas para un periodo determinado y al cual
.8e sujvetarén obligatoriamente los programas de la administra-
cién pliblica federal, bajo apercibimiento, que en el caso que .
algin funcionario en el ejercicio de sus funciones contravenga
las disposiciones en €1 contempladas se hard acreedor de una

sancién.

si bien, en los puntos anteriormente desarrollados es
clara ‘la influencia neoliberal adoptada en los mismos, a

contlnuac:.én cxpondré €l desarrollo de uno de los procesos

% Ibidem, punto 5.3.7.
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entablados como consecuencia de dicha. influencia como-lo es la

Twprivatizacién* llevada a cabo en México, cuyo proceso .es

.  "contemplado en los respectivos planes.
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lzlent La.Privatizacién en México.

" Con el objeto de esclarecer el concepto llamado "privati—“
Zacién", ,tenemos‘que éste se entiende como la venta de la:
kparticipacidn accionaria, ya sea propiedad del gobierno -
federal o de otra entidad paraestatal, en el capital social de
deteﬁninada empresa pfiblica. Al respecto, la Ley Federal de
las Entidades Paraestatales en su articulo 32 sefiala dos °

hip6tesis para su desincorporacién:

(i) © Que su objeto, atender las &reas prioritarias del

‘desarrollo nacional, nc se cumpla;

(ii) Que no resulte conveniente conservarla como entidad
paraestatal, desde el punto de vista de la economia

nacional o del interés plblico.

La Privatizacién da comienzo con el régimen de Miguel De
la Madrid, con la reformalizacién del sector paraestatal, el
cual nace de la reforma del Estado y de presiones tanto
extornas como interﬁas; asi como de elementos que han puesto
en juicio al sector paraestatal, sobre tedo a partir de 1982
cuando estalls la crisis. La situacién de dicho sector en esa

época da una presencia seriamente cuestionada por diversos
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is_eAi:téresv de. la sociedad. Debido a es’ta{,sitﬁaciovn, el nuevo

."Fégi_men ‘encabezado por Miquel De la Madrid p_ropuso' la ref;‘fxna
estructural. A partir de dicha reforma, el Estado adopta un

" nuevo ,giro, retrocediendo, aimque timidamente, a la época de
-nacionalizacién y del Estado interventor dirigiéndose a um
gdelgazamiento de la produccién estatal para acercarse a laa.

fuerzas del libre mercado.

] U:no‘ de los puntos sobre los que se haée mayor ‘énfaaivs en
todo este cambio estructural propuesto por Miguel De la Madrid
‘en- el PND 1983-1988, es el relativo a la reestructuracién '.y
reorganizacién de la administracién de la EP., elevando‘su
productividqd, saneando sus finanzag, promoviendo en las EP.el
-ahorro y criterios para modificar a la EP, tales como creagio—

' nes, adquisiciones, fusiones, liquidaciones y venta de éstas.

Para apreciar el avance alcanzado en el redimensionamien-—
- to -del ‘sector paraesﬁatal mexicano, debemos sefialar que, al
finalizar el afio de 1982, el universo paraestatal cifraba 1155
entidades, incluidos los bancos, y al concluir 1988 se llego

a 646 entidades. ¥

2 Rogozinski 'S., Jacques, El Proceso de Desincorpo-—
racién en México, Edit. FCE, México 1993, pags. 25.



67 ;
En 1985 se anunc.‘:.a ‘el proceso de desincorporacldn por
’ parte “del Goblerno Federal eobre 236 entldades en el mes de
febre;to de ese afio. Dicho anuncio también incluy6, una serie
de refonhas, entre ellas: recorte de personal y programae',
disminucién del gasto pGblico, eliminacién de'algunos sub-.

sidios, etc.

Sin duda dicho anuncio muestra una clara y abierta
. deéisién'.del Gobierno de la Rep@iblica para desincorpbref
. entidades. Las causas principales de tomar dicha decisi6n, se
- debi6 a una presién creciente del sector empresarial mexicano,
una carga financiera elevada al Gobierno en distintos in-
dicadores macroeconémicos vy principalmente la participacién
que tenia el sector paraestatal en la deuda ptiblica y el nulo
flujo de recursos. La politica econémica del pails sufre para
1986 una hue\ia caida ante la disminucién de los precios de
hidrocarburos intérnacionales, enfrentando al pais de hecho_
con una nueva crisis. En este mismo afio el Gobierno Federal
tuvo que finﬁar convenios con el sector paraestatal con el
objeto de mantener un control .maa eficaz y un sistema de
evaluacién basado en sus metas, tanto presupuestarias como
financieras. Una vez mé&s el sector paraestatal puso en

entredicho su actuacién.
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El proceso de privatizacién se hace evi‘depte’ nuevamente
vv'.du:ahte_:ws'l cuando 'la  Secretaria de Minas e‘ Industria
_Earaestatal (SEMIP) anuncié la reclasificacién de 36 productos
de petroguimica secundaria susceptibles de mantener con
inversiones con la iniciativa privada, es decir, el comienzo
de una privatizacién que abarcaria ramas distintas a las

anteriormente privatizadas. ¥

Pafa finalizar, la disminucién del nGmero de entidades
también se debié a las fusiones de diversas compafilas,
extincién de un sinnfimero de fideicomisos y la venta de
urbanizadoras, inmobiliarias y algunas ramas de la industria

petroquimica secundaria clasificada como tal por la SEMIP. 8

Con la llegada del Presidente Carlos Salinas de Gortari
se dieron sucesos por demés sorpresivos y decisivos por llevar
' .a todos los &mbitos la modernizacic;n_ del pais, dando nacimien-
' to .al PND 1989-1994, el propésito central del plan y de
Salinas de Gortari es la modernizacién. Y dentro de la

modernizacién econémica esta el de la EP.

Z  MMH., V Informe de Gobierno, 'Cronologia de Accio-
nes", Pres:.denc:.a de la Repfiblica, México 1987, pag. 21.

e Revista de Administracién PGblica (RAP), enero-
abril 1989, No. 73, pags. 112-113.
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" Durante -la administracidn de Sal.mas se han deslncor—

porado 390 em:idades , que representan el 63% de las exlstentes

“"en'un inicio.

Mediante las privatizaciones se han generado recursos
que, al reducir la deuda interna, han fortalecido permanente-
‘mente la capacidad gubernamental para atender demandas

sociales inaplazables. %°

Sin duda,‘ la estabilidad econémica, la desregulacién’ y’
J.d's privatizaciones han hecho posible la creacién de grandes
grupos financieros y empresariales. Se considera necesaria la
) exietencia.de estos gruﬁ:os para poder enfrentar los retos gue
implica la globalizacién y la competitividad. Esto traeria.
_como consecuencia menos exportaciones y, subsecuentemente
‘menos empleos ténto en las industrias y los servicios como
orientacién exportadora como en las medianas y pequefias

empresas que los proveen de insumos.

En ocasiones, la creacién de estos grandes grupos. podria
traducirse como sinénimo de monopolio, pensamiento sin duda
aceptable, perc sin embargo esta situacién podria ser cierta

en el pasado, cuando México, aun conservaba una postura de

2 Vv Informe de Gobierno, Presidencia de la Repfibli-—
ca, Carlos Salinas de Gortari, pag. 35.



70
economia cerrada, pero en la'actuéliééd‘esﬁa circunstancia'ﬁé. 
. ‘cambiado, dejando atrés ese excesivo control por parte del
'Eatédo en materia econémica, y enfrenténdohoe‘a la gldbaliza—
cién econémica preponderante. 'Considero que la épertura
'econémica en la que nos encontramos y la promulgacién de la
Nueva'Ley Federal de Competencia que viene a completar el
‘Programa de Desregulacién, al incluir diversas disposiciones
que permiten la accién consecutiva del Estado éara evitar
practicas monopélicas, son garantia de que los grandes grupbs

‘empresariales no podrian adoptar dichas précticas.

Como rasgos caracteristicos de apertura econdémica,
tenemos la existencia de acuerdos de libre comercio suscritos
con la ReptGblica de Chile en 1992, con Costa Rica, Colombia,

Venezuela y Bolivia en 1994.

A finales del afio pasado se estrecharon lazos con China
y Japén, y se ingresc a la Confederacién Econémica de los
raises de Asia-Pacifico (APEC); a partir de 1994 México es
miembro de la Organizacién para la Cooperacién del Desarrollo
Econémico (OCDE), que agrupa a las economias mis in—

‘dustrializadas del plansta.

30 VI Informe de Gobierno, Presidencia de la Repfibli—
ca, Carlos Salinas de Gortari, pag. 15.
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El reto aeumxdo por el Lic. Carlos Salmas de Gortarl fue
: el reducir 1la :Lnflacién y recuperar el crecimiento sobre bases'
'perdurables, para crear empleos y elevar el nivel de la vida
de la mayoria. Como ejemplo tenemos que en febrero de 1988 la
inflac:.én anual alcanzé un m&xa.mo hist6rico de 180%, mientras
que en 1994 ésta disminuyé a un porcenta]e cercano al 7%

anual.

El impulso de la actual reactivacién proviene de mejoras
sustanciales en la productividad de las empresas, del dinamis—
mo de la inversién privada y del crecimiento de las expor-

taciones manufactureras.

Por lo que respecta a la creacién de empleos, es con-
dicién necesaria el aumento de la tasa de crecimiento de la
economia, por lo que, para que se dé dicho aumento, se
requirié de una reforma estructural del aparato productivo del
pais, logrando asi elevar el potencial del crecimiento
econémico. Dicha reforma consistié en celebrar tratados de
libre comercio y renovar el marco regulador de la actividad
econémica interna para crear condiciones de mejor competencia,

eliminando asi subsidios injustificados y estableciendc reglas

claras que norman el desempefio de los agentes econémicos.
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Por lo que toca al pro‘ceso de.apertuxj‘a‘y.iiﬁer‘ali.zavc’iiénuv
‘del sistema financierc, &ste ha generado mayor compet:encia que
,obliga a los intermediarios 'a ofrecer mejores servicios y a
reducir sus mé&rgenes de ganancia y, por tanto a otorgar

mejores condiciones de tasas y plazos a sus usuarios.

La descripcién de este proceso de desincorporacién
implantado en México, nos lleva a plantearnos la idea sobré la
conveniencia o inconveniencia de que exista la intervencién
pof parte del Estado, es por eso que a continuacién mencionaré
'_ en forma enux'xlciativa',' més no limitativa, algunas ventajas y

desventajas relativas al proceso de privatizacién.
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 Ventajas: . . R

1. Sg‘ neamiento de las_Finanzas PGblicas: Este se d.ebe.

al ingreso de recursos, debido a la venta de Empre-
sas del Estado permitiendo asi reducir sus déficits

sin necesidad de reciurrir a la impresién de moneda

‘que traeria como consecuencia la inflacién, la cual

-ha estado controlada.

El destino’ de los rocursos obtenidos por la venta
han permitido al Estado canalizarlos en programas

sociales como el Pronasol.

" Con el cambio estructural, la inversién privada ha

aumentado considerablemente tanto .interna como
externa dando mayor confianza del inversionista en

la actividad estatal y las condiciones del mercado.

TLa privatizacign ha hecho que las entidades vendi-
das ya no sean regidas bajo la légica del poder y
econémica sino mis bien en términos de ganancia y

participacion de estas en el mercado.
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El retorno de capital mexicano al pais ha aumentado

_gracias’ a la privatizacién que se da de empresas

estatales que son vistas como signo de haber dejado
atrds las épocas de nacionalizacién que hicieron
que en 1982 con el caso de la Banca hubiera una

fuga-de capitales.

Desventajas:

La concentracién de la rigqueza en unos cuantos

grupos privados y no tarto entre el ptiblico.

El predominio del presidencialismo (neopresidencia-
lismo) que no ha encontrado un contrapeso real a

sus’ acciones en las cé&maras.

La confianza plena en las fuerzas del mercado,
dejando atr&s la responsabilidad del Estado del
desarrollo econémico que hace que la economia mixta

vaya déndole paso a la economia de mercado.

Con la liberalizacidn de barreras arancelarias haré
que las empresas recién privatizadas estén en

desventaja con las ya existentes en el mundo ya que
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j_en término de  tiempo hay una brecha diffcil de
‘-cruzar, -en tan - corte -periodo, tomando en cuenta la

firma del TLC.

© 5. Muchas de las empresas recién privatizadas fueron
‘monopolios ‘estatales los cuales se encuentran hoy
priw;atizados como concesidén presidencial, dejando
"al consumidor en una situacién delicada y expecta-

" tiva. -

Tomando en consideracién lo antes sefialado, asi como las
opiniones 'que he expﬁesto en relacién a la subsistencia o
desaparacién del Capitulo Econémico de la Constitucidn y por
ende la intervencién estatal, quisiera dejar asentado una vez
‘mis que dicho Capitulo desde mi punto de vista debe de subsis—
tir -independiente del grado de intervenci6én estatal a los
cambios 'y medidas que han sido adoptados en torno a éstos
ﬁlti:ﬁos como resultado del proceso de apertura econémico, ya
que el Estado es la finica instancia que, ademés de tener la
obligacién de velar por el interés general, seria el dGnica que

lo haria en forma imparcial.
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"2.6. El Proceso de besincorporacisa en México..

- Para llevar a cabo dicho proceso, existen tanto métodos
como condiciones que imperen en las fuerzas del mercado, asi

como del tipo de entidad a desincorporar.

‘Con el prop6sito de dar cumplimiento a los objetivos de
modernizacién econdmica y en particular a los de la empresa
pﬁblica, es que fue prevista la desincorporacisn de entidades
a través de diversas vertientes. En consecuencia, el Programa
Nacional de Modernizacién de la Empresa PGblica 1990-1994
elaborado por la Secretaria de la Contralorfa General de la
Federaci6én (SECOGEF) con base en la Ley de Planeacién y en el
PND 1989-1994, considera la reestructuracién del Sector
Paraestatal para mantener al Estado en las 4reas estratégicas
y prioritarias, con el prop6sito de evitar la dispersién de
recursos y estar en condiciones de atender la satisfaccién de

demandas colectivas.
Para tener una cabal comprensién del proceso de desincor-
porac:.dn llevado a cabo, es preciso tener en cuenta que la

composxc:.dn del conjunto paraestatal en México se compone de:

" (i) Organismos piiblicos descentralizados;
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(ii) - Empresas ‘de -participacién estatal mayoritaria,
: sociedades y asociaciones civiles'que' se les equi-

paran; y
; (iii) Fideicomisos ptblicos.

La Ley Orgénica de Administraci6n Pablica Federal (LOAPF)
establece las bases de organizacién de la administracién en
centralizada y paraestatal y proporciona los conceptos

correspondientes. 3!

Los diversos procesos de desincorporacidén de entidades
financieras y no financieras, se encuentran resgulados por la
legislacién mexicana, y corresponde a la Secretaria de
Haciénda y Crédito PGblico ("SHCP") coordinar, supervisar y
ej’ecutar las enajenaciones. La venta o privatizacién propia-
;nente se efectla a través de su unidadv de desincorporacién de
Entidades Paraestatales. Dicha unidad, tiene, entre otras, la
facultad de designar al banco que fungir& como agente del
Gobierno Federal en la enajenacién. Por su parte la SECOGEF
opera como agente de fiscalizacién y vigilancia del Gobierno

Federal; es el caso de asegurar que los recursos patrimonizlcs

x LOAPF, Articulo 1,. México 1994.
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- involucrados sean dispuestos con absoluta claridad y eficien-
--cia, % : ' ' »
‘Los procesos de desincorporaci6n de entldades paraesta—

- tales que prevé la legislacién mexicana son:

v‘:'(‘i) " Enajenacién de la participacién accionaria- del
Gobierno Federal en el capital social de la EP
(ii) Disolucién y liquidacién o

(iii) Fusién
(iv) - Transferencia

vy Extincién

La desincorporacién de las entidades paraestatales se
lleva a cabo conforme a los aspectos generales contemplados

por la legislaci6n en los términos siguientes:

1. La desincorporacién de las empresas de par-
ticipacién estatal mayoritaria, asi como de sus
equiparables asociaciones y sociedades civiles

puede llevarse a cabo por cuatro formas:

a) Privatizacién

R Rogozinski, Jacques, op. cit., pag. 25.
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b)  Dieolucién Y liquidacién
¢) " Fusién '

d) Transferencia a otro nivel de gobierno

Estos pfdcesos se rigen conforme a lo que establecé‘

“el Reglémento de la Ley Federal de Entidades Paraestatales
(*LFEP*) en su articulo 8, por las disposiciones establecidas
en los éstatutos de la empresa y la legislacioén correspon?'

diente.

a) Por lo que respecta al procesc de desincorporacién a
través de la privatizacién, éste queda expuesto eh el primer

pérrafo del punto 2.4, por lo tanto expondré a continuacién

" .los 3 incisos restantes como formas de desincorporacién.

b) La Disolucitén, paso previo para la liquidacién, de
acuerdo é lo establecido por la Ley General de Sociedades
Meréanﬁiles ("LGSH") en los articulos 234 y 242, tiene por
objeto concluir las operaciones sociales pendientes, cobrar lo
que se adeuda a2 la sociedad y pagar lo que debe; llevar a cabo
la venta de bienes sociales y practicar el reparto del haber

o patrimonio social entre los sccios.

c) Se entiende por fusién la extincién de una o varias

' sociedades para incorporarse a otra ya existente, o se unen
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"..varias a través de su extincién para crear una nueva sociedad

‘mercantil de participacién estatal mayoritaria.

' d) El proceso de transferencia del gobierno federal a
otro nivel- estatal o municipal se deaarrolia en el marco de
los Convenios de Desarrollo Social que, como lo dispone la Ley

“de Planeacién, son la forma adecuada para que la Federacién y
los estados de la Repfiblica acuerden acciones conjuntas en el

cumplimiento de sus atribuciones.

Por lo que respecta a los Organismos Descentralizadosb
como parte integrante de la Administracitn Pidblica Paraesta-
tal, el Reglamento de la LFEP prevé que se deberdn observar
las mismas formalidades seguidas para su creacién de confor-
midad con el articulo 15 de dicho reglamento, esto es, que en
virtud de tratarse de entidades creadas por ley o decreto del
Congreso de la Uni6n o por decreto o acuerdo del Titular del
'Ejecutivo Federal, su extinci6én debe considerarse en un
instrumento juridico similar emitido por el poder que le did

origen.

En cuanto a los Fideicomisos Piblicos se lleva a cabo de

conformidad con los lineamentos que al respecto debe emitir el



. érgano de gobierno (comite técnico) y se formaliza a través de

‘un ‘Convenio de Extincién.
Rlcances del Proceso de Desincdrpotac.%n.

Con el objeto de mostrar el significado de dicho proceso
en términos econémicos, especialmente en lo relativo a la
privatizacién de entidades paraestatales,  sefialaré algunas

cifras obtenidas en virtud de este proceso.

Durante el periodo comprendido entre diciembre de 1982 y
noviembre de 1988,v se privatizarén 155 entidades y los
ingresos del gobierno federal por estas ventas fueron del
orden de 1.5 5illones de pesos, por lo que corresponde al
periodo comprendido entre 1988 a diciembre de 1992 las .
entidades desincorporadas fueron 155 y los ingresos sumaron

64,914 billones de pesos. 3

3 Ibidem, pag. 47.
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CAPITULO III _
mENIH;EMQ DEL CONTROL ECONOMICO POR PARTE DBI. ESTADO -
'3.1. La Desregulacién Econémica en México.

Antes de desarrollar el punto en cuestién se entiende por
."Desregulacién como el conjunto de medidas politicas,
administrativas y constitucionales tendientes a simplificar
las normas que rigen las actividades productivas relacionadas
principalmente con empresas paraestatales o empresas que. en

ﬁlgﬁn tiempo fueron paraest&tales.

El cambio en la estrategia de crecimiento econémico, a
partir de la apertura comercial entablada por el Lic. Miguel
de la Madrid, tiene implicaciones importantes, tanto desde el

punto de vista macro como microeconémico.

En alcance de una visién macroeconémica, la apertura que
‘se ha dado en forma paulatina ha favorecido la disciplina de
precios al hacer los mercados m&s competitivos, permitiendo a

los productores el acceso a insumos a precios internacionales.



: ‘Deec.:ie*' una perépectiva microeconémica, se ha .vhecho
nece‘sar‘io introducir una serie de reformas qué acojan-el buen
funcionamiento de los mercados permitiendo asi elevar el nivel
de eficiencia de la economia, procurando alcanzar mayores

niveles de competitividad.

Sin duda, en virtud de la reforma llevada a cabo desde
una perspectiva microeconémica sobresalen dos aspectos, por un
1a§o el proceso de privatizacién que es un proceso de trans—
ferencia de propiedad hacia el sector privado y que favorece
la toma de decisiones desde una racionalidad de mercado y; por
otro lado la desregularizacién de las -diversas actividades

econémicasg, factor clave de la reforma a nivel microeconémico.-

El fin que se persigue es el proceso de desregularizacién
entendiendo por éste, la. liberacién de las fuerzas com-

petitivas.

La reforma microeconémica en México ha tenido como eje,
ademds de la privatizacién, el proceso de desregulacién
partiendo del principio de que la regulacién inadecuada puede
ser causa de una asignacién de recursos sub6ptima al inhibir
la competencia potencial, protegiendo la concentracién del
mercédo, con la consiguiente pérdida de eficiencia y efectos

distributivos nocivos.
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El- procéso de’ desregulacién de la actividad econémica se

inici6 a partir de-1988. . . R Ce e e e

La desregulacién tiende a efectuarse tanto en el mercado

de bienes y servicios como en el mercado de valores.

La desregulacién tanto de los servicios financieros como
de ‘las reformas llevadas a cabo con respecto al régimen de
tenencia de  la tierra son ejemplo de la desregulacién .del

mercado de factores.

Por lo que respecta al mercado de bienes y servicios, se
ha incluido tanto a bienes comerciables como no comerciables,
‘es decir, desde el mercado de semillas hasta el de transporte,
asi como bienes y servicios ofrecidos por el sector ptblico y

por el sector privado.

Dentro del proceso de desregulacién se presentan dos
etapas: la primera, dirigida a mercados especificos; y la
segunda encaminada a crear condiciones microeconémicas
adecuadas para el incremento de la eficiencia y la reduccién

‘de costos en todos los mercados.

3 Levy A., Santiago, op. cit., pags. 117-120.
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Mencionaré a continuacién algunas medidas llgv’édés a_c'ébq:
~dentro de dicho proceso.. .

AUTOTRANSPORTE DE CARGA

' Los cambios introducidos permiten total libertad de ruta,
libertad de transportar cualquier carga que tolere el vehiculo
y libertad de contratacién entre el usuario y el transportis-—
ta, entre otros. Esta desregulacién implicé una ganancia en

eficiencia estimada en 0.6% del PIB.

‘ El autotransporte de carga en México por més de 50. afios
fue regido por un marco regulatorio que debilité la com-
petitividad hasta convertirlo en un servicio insuficiente,
inoportuno y de baja calidad, amenazando convertirse en uno de

los principales cuellos de botella econémicos a corto plazo.
ERVIC PORTUARIOS

En el caso de los servicios portuarios, se llevaron a
cabo modificaciones al Reglamento para el servicio de manio-
bras en zonas federales de puertos, se llevé a cabo la requisa
del Puerto de Veracruz y se reformé la Ley de Navegacién y -

Comercio Maritimo.
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Con esta serie de medidas; -se amplié el pérri\iso pafa
_1llevar a cabo 3cuélquier tipo de maniobres por lo .que respecta
en los puertos, se facilit6 el otorgamiento de nuevos permisoé
Y; se mejoré la.legislacién para la relacién entre permisiona~
»~rioér Yy trabajadores y se liber6 la prestacién de servicios de

- muelles e instalaciones complementarias.

PROTECCION N

- Otro.ejemplo de desregulacién es, la apfobacién en 1992

" de la Nueva. Ley Federal de Proteccién al Consumidor. Esta ley
promueve cambios regulatorios e institucionales teniendo como
objetivos bésicos reducir al minimo el uso de instrumehtos
directos de control que crean burocracia y son ineficaces. Su
enfoque se dirige primordialmente a los éspectc;s informativos,
mitigando la asimetria de informacién existente entre provee-—

dores y consumidores.

Se busca.impulsar una mejor identificacién de problemas
de carédcter pidblico, estableciendo sanciones ejemplares para
.su prevencién e institucionalizar un proceso regulatorio
eficaz que localice mercados problemiticos y que tenga par-

ticipacién ptblica. ¥

37 ibidem, pags. 123-124.
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- La provisién ‘de energia eléctrica es otro de.los rubros
desregulados ‘recientemente. La aprobacién de la Léy del
Servicio Pablico de électricidad permite cogeneracién y
autoabastecimiento de energia eléctrica, asi como la ex-
‘istencia de productores independientes. De igual forma, la
interconexién de plantas es permitida, con la cual se eleva la
‘eficiencia de .la red eléctrica de la. Comisién ‘Federal de
‘Electricidad (CFE), reduciéndose los costos de operacién.
Finalmente, dicha Ley permite la exportacién e importacién de

la electricidad. 38

La promulgacion de dicha ley es un -claro ejemplo- del

Programa de Desregularizacion.

picha ley establece una politica de control para prevenir
y contrarrestar las concentraciones monop6licas;  también

adopta sanciones en contra de dichas précticas.

38 Martinez Gabriel y Farber Gulllermo, Desrequlacién

Econémica (1989-199 ), Edit. FCE, Ed. Primera, México 1994,
pag. 251. .
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Tal vez uno de los ‘Puntos. més trascendentes en: relacién ! R

'=con dicha ‘ley, es gus ésta institucionaliza la politica s B

competenc:.a Y desregularizacién, reduciendo la incertidumbre -

' 'para-la toma de decisiones.
EMHEMMBEMM

El 15 de agosto de 1989 aparecié publicado la resolucién

‘ "_-‘que reclas:.flcé productos de la petroquimica bésica y secunda-

““'ria." Con esta medida se abrieron lag puertas a la inversién
‘privada  en 14 productos antes considerados bdsicos, 'y  se
eliminé el requisito de permisc para“la produccién de 734
productos secundarios. Asimismo, el 8 de enero de 199¢ Be
publicé el decreto que reforma el articulo 11 de la ley
‘reg'laxhentaria del articulo 27 constitucional en el ramo del
petréleo, en materia de petroguimica, para eliminar el permiso
previo en la elaboracién de derivados bésicos de la refina-

cién. ¥

AD D A ION ADECUADA

La regulacién de mercado debe cumplir dos objetivos

- bésicos:

3 . Ibidem, pag. 187.°
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'a) Estgblecer las bases para. maximizar la c_omp'etencia‘

‘. .u--c . potencial; Y-

--b) -Crear una estructura de incentivos adechada para la

toma de decisiones.

La maximizacién de la competencia potencial implica hacer
que - los mercados sean méds disputables. Un mercado ee més
disputable cuando la regulacién permite que las amenazas de
'éntrada de competidores potenciales sean creibles para -los
préducvtores. . Esto los bobliga a comportarse en forma eficiente

y_ de acuerdo con las preferencias de los consumidores.

La regulacién debe, por lo tanto, eliminar barreras a la
‘entrada y a la. salida de los mercados, liberando asi 1la
‘competencia potencial y. conduciendo a un mayor nivel de

eficiencia.

Por lo que respecta al segundo objetivo, el Estado como
pi:incipal regulador, se enfrenta al problema relativo a la

asimetria en la informacién.

La regularizacién debe concretarse a crear una estructura
de incentivos adecuada, neutral en términos de intensidad

factorial o seleccién tecnolégica. Debe de estar enfocadé a
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otorgar: seguridad juridica, es decir, que lis regléé sean
.claras 'y permanentes,- reducir costos de transaccién e infor-
-macién.para la toma de decisiones y permitiendo una gama de

opciones para la selecci6én tecnolégica.

Vsin duda el c#mbio en la estrategia de crecimiento, al
convertirnos en una economia orientada hacia el exterior, ha:
hecho necesario llevar a cabo transformaciones sustanciales en

'e; ambito microeconémico con el f£in de elevar el >niv'el de
eficiéncia ¥, por lo tanto, la capacidad competitiva de 1a‘
economia, en este sentido, la desregulacién desempefia un papel

central.

La desregulacién en sectores no comerciables como
puertos, aeropuertos, servicios de transporte y generacién de
energia ha implicado o puede implicar importantes ganancias en

eficiencia.

En &reas como la proteccibn al consumidor, metrologia y
normalizaeién y la regulacién de la competencia, dicho proceso
de desregulacién llevado a cabo pretende evitar précticas de
btsqueda de rentas, eliminando discrecionalidad vy facilitando
las actividades productivas y comerciales. De igual manera,

una de las pretensiones de dicho proceso es el otorgar
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certidumbre juridica -eliminando de esta forma posibles
- /contradicciones, -lo-'que ‘da como resultado’ una reduccién de

costos de transacci6én y facilita la toma de decisiones? “

@  Levy A., Santiago, op. cit., _pag.'127.
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©13.2.° -7 La Hegociacién del TLC,

"'Durante la Negociacidn del Tratado de Lib:;-e Comercio
"(TLC) se hizi? énfasis 'cénsténj:e sobre ‘el respeto a  las
constituciones de’ los paises contratantes. Dicho respeto y
.supremacfa de 1las constituciones aparece plasmado .e.n el
articulo 601 del propio Tratado. Asimismo, en ciertos sectores
materia del tratado se hace mencién expresa al apego riguroso
a las disposiciones constitucionales por lo que respecta a '

México. 4

De igual forma, fue introducide &l Tratado un Capitulo
XVIII llamado Publicidad, Notificaciones y Administracién de
leyes, con el propssito de evitar posibles contradicciones y
.pe'rjuicios que pudieran surgir entre las disposiciones legales

de cada pais y el propio Tratado.

A continuaci6n transcribiré dos de los Articulos compren-

didos dentro del Capitulo antes mencionado:

*4 ' planco Mendoza, Herminio, Las Negociaciones Co—

merciales de México con el Mundo, Edit. FCE, Ed. Primera, -~
México, D.F, 1994, pags. 189 y 207.
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- Artfculo 102. publicacién.

1. Cada una de las Partes se asequrard de que sﬁs
. leyes, reglamentos, procedimientos y resoluciones administra;
tivas'de aplicacién general que se refieran a cualquier asunto
comprendido en este Tratado se publiquen a la brevedad o se
pongan 'a disposici6én para conocimiento de las personas o

Partes interesadas.

2. En la medida de lo posible, cada una de las
Partes:
(a) - publicaré& por adelantado cualquier medida que se

proponga adoptar; y

(b) brindard a  las personas 'y Partes interesadas
oportunidad razonable para formular observaciones sobre las

medidas propuestas. -

Articulo 1803. Notifjcacién y Suministro de Informacién.

1. Cada una de las Partes notificaréd, en la medida
de lo posible, a cualquier otra Parte que tenga interés en el
asunto, toda medida vigente o en proyecto que la Parte

considere que pudiera afectar sustancialmente el funciona-



94
miento de este Tratado o. que afecte sustancialmente log

K intereses de esa otra Parte en los términos de este Tratado.

2. A solicitud de una de las Partes, otra de ellas
proporcionaré& informacién, y dar& respuesta pronta a las
preguntas relativas a cualquier medida vigente o en proyecto,
sin perjuicio de que esa otra Parte haya o no sido notificada

previamente sobre esa medida.

3. Cualquier notificacién o suministro de informaf
cién de. conformidad .con este artfculo se realizaré -sin
perjuicio de que la medida sea o no compatible con este

Tratado.

Si bien, la intencién es lograr una compatibilidad entre
las normas establecidas en el Tratado y las contempladas en
nuestr;a legislaci6én, dicha compatibilidad parece estar en

duda, como expondré a continuacion:

. Como consecuencia de la Negociacién del TLC juntamente
con la Apertura Comercial existente, se han llevado a cabo una
serie de reformas a los ordenamientos legales aplicables tanto
env materia de Electricidad como en Petrdleo.. Sin embargo

dichas reformas pudieran parecer contradictorias con respecto
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a 1o ‘establecido en 1la. propia const:.tucién ‘como’ cxpondré a’

. continuacmn. O TS S

La propia constitucién en su artfculo 28 cuarto pérrafo
establece como &reas estratégicas exclusivas del :Estado la-

electricidad y petr6leo, entre otras.

~8i bien, el mismo articulo pero en su décimo pé&rrafo,
establece que el Estado, sujet&ndose a las leyes, podré‘ en
. casos: de interés general, concesionar la prestacién de
servicios ptblicos o la explotacién, uso y apx.;ovechamiento de
bienes de dominio de la federacién, pareceria a simple vista,
que a pesar de considerarse tanto la electricidad cemo cl
petréleo 4reas estratégicas exclusivas del Estado, estas
podrén concesionarse a los particulares en caso de interés

general.

Ssin embargo, el artfculo 27 de la Constitucién en su
p&rrafo séptimo establece que traténdose del sector petréleo

vy electricidad no se otorgarén concesiones a los particulares.

S$i solamente nos sujet&ramos a lo establecido por nuestra
constitucitén, podriamos pensar que esta es basgtante clara y
tajante en su contenido por lo que respecta a las &reas

tratadas en este punto.
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.. 8in embargo, si nosotros analizamos la Ley- del Ser’vic’io‘ .
'Pdblico de Energfa Eléctrica (LSPEE), en su articulo tercero,
hace un listado de las distintas actividades no consideradas
>,'§erviqio ptblico, como .son la .cogeneracién, la produccién
independiente, el abastecimiento, la importacién y explotacién
de _ene_rgia eléctrica, siempre que sean para uso propio entre
. otras. Estas actividades podr&n ser sujetas de permisos
otorgados -por el Gobierno a través de Comisi6n Federal de
Electricidad (CFE) de conformidad con el Artficulo 77 del
Reglamento de la LSPEE.

Después de lo expuesto, me salta de inmediato una duda al
" -respecto. Si tomamos literalmente lo expuesto en el articulo
. 28 de la Constitucién en su p&rrafo décimo, solo a través de
la figura de la concesién podr&n los particulares tener alguna
intervencién, mi duda entonces serfia si la LSPEE contradice o
no ‘a la constitucién ya que é&sta habla del otorgamiento de
permisos a las particulares para que estos puedan intervenir
en dicho sector; en cambio la propia constitucién solo habla

de. concesicnes y no de permisos.

Entonces, en relacién con lo anterior, habria que definir

lo que se entiende por concesién y permiso.
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-z Juridicamente el permiso puede tcner los. siguientes
contenidos: . - '
1.~ Acto administrativo por medio del cual se otorga.
por-un 6rgano de la administraci6n, .o un particular, la

facultad o derecho. para realizar una conducta o para hacer

alguna cosa.

2.~ Puede constituir el documento formal por escrito

donde se hace constar el acto administrative.

En el régimen de permisos se recoﬁoce al particul:ar un
derecho preestablecido, cuyo ejercicio estéd sujeto a mod;\iida—
des y limitaciones que, a través de requisitos, se eetablécen ’
en vista de fines de seguridad, salubridad, orden pGblico,

urbanismo, etc.

Asimismo, en dicho régimen no se exige capacidad finan-—
ciera y técnica del solicitante, ni garantia en el procedi-
miento para otorgarlos, no hay usuarios, no rigen los princi-

pios de rescate ni de reversién.?

Por otro lado, la doctrina ha establecido que la con-

cesién se emplea para aquellos casos en los que no hay ningtn

‘2 Acosta Romero, Miguel, "Teoria General del Derecho
Administrativo", Edit. Porrfia, México, 1988, pag. 792.
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derecho previo del particular en.la materia que es objeto de
‘la™ conces:.dn, en’que ninguna facultad le corresponde, en que’
ninguna facultad puede desarrollar sino es- por virtud de la

propia concesién que es 1la que crea directamente tales

derechos o facultades.

Asimismo, la figura de la concesitn es definida como el
acto por el cual se concede a un particular el manejo y
'explotacién de.un servicio ptGblico o la explotacitn y aprove-
chamiento de bienes del dominio del Estado. Ademés la conce-
8ién ‘es un acto discrecional por parte de - la autoridad

administrativa.®

Por otro lado, se dice que la concesi6én es un procedi-
miento eficaz dentro de la estructura de la sociedad moderna,
" para entregar a los particulares ciertas actividades o la
explotacién de bienes federales que el Estado no estd en
condiciones de desarrollar por su incapacidad econémica, o por
que asi lo estima Gtil o conveniente o se lo impide su propia

organizacion.®

“ Fraga, Gabino, op. cit., pags. 236 y 237.

Rl Serra Réjas, Andrés, "Derecho Administrative",
Edit. PorrGa, México, 1985, pag. 271.
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A diferencia de los pei‘misos en Iav concesién se exige-
capacidad -financiera y técnica por parte del conceaionaribo,k
éstas - son otorgadas por un plazo determinado, existe el
. principio de la reversién y rescate y la relacién juridica es

entre el concesionario y usuarios.®

.-Una vez expuesto lo anterior y tomando en consideracién-
las.caracteristicas propias de cada figura, es evidente que a
pesar . de que en algunas legislaciones se utilicen indistinta-
mente, por falta de técnicas juridicas, los conceptos .de
concesién y permiso, en nuestro caso, si se diferencian, por
lo que respecta al sector eléctrico es indudable que se tratan
de permisos de acuerdo a las caracteristicas propias de dicha
figura. ' Es por esto. que considero conveniente, a manera de
evitar posibles contradicciones o dudas al respecto, llevar a
cabo una reforma a nuestra constitucién, en el sentido de que
se: incluya la figura del permiso como medio a través del cual
puede un particular tener intervencién dentro del sector de
Eléctrico, sujeténdose a las restricciones contempladas en la

propia Ley, sin temor de reacciones negativas al respecto.

i Acosta Romero, Andrés, op. cit., pag. 699
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Por lo que respecta-al ramo del Petréleo, podrian también: .
.:surgir confusiones-con respecto a 1oé distintos ordenamientos

aplicable & dicho ramo y la propia constitucién, como el que

.expondré a continuacién:

La Constitucidn en el articulo 27 pé&rrafo VI adopta una
postura tajante al decir que traténdose del petréleo y de los
carburos de hidrégeno s6lidos, liquidos o gaseosos o de
minerales radioactivos no se otorgaran contratos, ni subsis-
tirén los que en su caso se hayan otorgados y la Nacién

llevars a cabo la explotacién de sus productos.

Sin embargo, el articulo sexto de la Ley Reglamentaria
del articulo 27 constitucional en el ramo de petréleo,
establece que Petréleos Mexicanos podrd celebrar contrates con
personas fisicas como morales. Asimismo, la propia Ley
btg&nica de Petréleos Mexicanos y Organismos subsidiarios en
su articulo cuarto establece que tanto Petréleos Mexicanos y
sus organismos descentralizados, de acuerdo con sus respecti-
vos objetos, podrédn celebrar con personas fisicas o morales

toda clase de actos, convenios y contratos.

Al igual' que ocurre en el andlisis expuesto anteriormente
en materia de Electricidad, aqui también podrian surgir

contradicciones, o bien confusiones debido a lo que establece
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la: propia censtitucién 'y los ordenamientos citados,. de tal
“'modo "que: surge ‘'la duda: con réspectb de que si se pueden o no
celebrar contratos con los particulares; es por eso -que

- propondria llevar a cabo reformas a nuestra carta magha.
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3.3. Argumentos Generales en favor ¥y en contra del Manteni-
miento. »

A continuacién me permito exponer una serie de argumentos
en contra y a favor de dos sistemas de control econémico como
son el proteccionismo y el libre cambio, asf como una defini-

cién de ambos.sistemas.

Mientras que en el primero se establece un cox;trol
directo y general del Estado hacia toda la actividad econoSmi-
ca; es decir, se trata de un verdadero intervencionismo, el
segundo sistema adopta una posicién de mayor libertad por lo
que se refiere a la actividad productiva, es decir, una libre
concurrencia, un no intervencionismo y una libertad de
comercioc exterior. -

Argumentos en contra del sistema de libre cambio y como

consecuencia, a favor del Intervencionismo Estatal.

a) Peligro de la competencia extranjera. Cuando se habla
de libre cambio, hay una desmedida competencia

internacional que sin duda beneficia a los palses

“ pominguez Vargas, Sergio, Teoria Econdmica, Edit.
Porrta, Ed. primera, México 1988, pag. 140.
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c)

d).
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poderosos y.dafla a-los débiles. El comercio, que-pal-”f‘l

:los defensores del libre cambio significa éoope.raciOn‘

internacional, para los proteccionistas es una lucha

desigual de competencia entre todos los paises.

La dependencia econémica. Los paises que se encuen—

tran en una posicién de competencia desleal en
relaci6n con otros mds podercsos, no pueden conseguir

nunca una independencia econémica.

Sin la intervencidn estatal en la esfera econémica,
no se habrian. desarrollado las grandes . potencias
induetrieles de la &poca, y tampoco hubieran manteni-

do el alto nivel de desenvolvimiento.

En los paises insuficientemente desarrollados, el
intervencionismo estatal pretende formar la base de
la industrializacién con inversiones en la in-
fraestructura, alentando de esta manera el esfuerzo
de la iniciativa privada en todo el proceso de in-
tegracién posterior -que, sin las inversiones esta-

tales, no podria realizarse.
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e) " Las “inversionss del sector - piblico sefori'ent'ahf a

\&e.w el cemortiguar la inflacién o deflacién, utilizando el ‘
' - gasto pablico como factér' de-equilibrio’ écondmico y

por cuantoc a la programacién del esfuefzo se procuran

destruir las trabas que se forman en la integracién

industrial.

f) La intervencién y control del Estado ‘en agquellas’

empresas ‘cuyas caracteristicas sean las siguientes:’

(i) Que sean empresas que se dedican a la produccién’
de articulos o presten servicios que satisfagan

" necesidades de cardcter ineludible; y

(ii). Que tal necesidad sea comin a todos los in-
tegrantes de la comunidad y que represente una

forma de satisfacci6én similar para todos.

En este sentido, la intervenci6én del Estado se hace
‘ necesaria, con el fin de asequrar que dicha mercancia o
servicio pueda hacerse llegar a los consumidores de una manera

- mencilla, uniforme y general.
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;‘Argumentos a favor del Yibro.Cambio.

a). - Sefialar los graves peligros que implica-. el .que el
Estado, olvidéndose de sus funciones propias, se transforme en

industrial-o comerciante;

b) La experiencia histérica de los dltimos tiempos, la
grave crisis qconémic& que ha padecido el mundo y el ejemplo
de los diversos sistemas "de politica : econémica y -social
realizados en otros paises, lleva a la conviccid;n de :que un
régimen de intervencionismo del Estado y de -absorcién por
parte de esté de las funciones que corresponden ‘a la ini-
ciativa privada, restringe el margen de las -libertades
~individuales, civiles y politicas, y hace que 1lo econémico
déje de ser tal para transformarse en politico, que el mercado
se convierta en un Srgano oficial y la produccién ' misma .en

_una simple funcién administrativa;

) Eé indudéble que la realidad politica y la gravedad
de los problemas que debe afrontar una administracién, exigen
la existencia de un Estado fuerte, de un Estado que pueda

aoi:ernar. pPero tambidn eg cicrtsc gue un Estado fuerte no es

‘el que .en.todo interviene;
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d) Lo ‘que caracteriza al Estado no es una actividad . ..

‘'mGltiple; “ni'-una - pere’onalidid broteccioxiista; un. estado
verdadgraménte‘ fuerte es el que debe trazar con toda claridad: ’
y precisién’ la lfnea divisoria entre lo que 16 incumbe y lo‘
que le pertenece, e impone su autoridad en el terreno que le
ct?rreaponde, absteniéndose en cambio de toda intervencién

fuera del mismo.

“e) El Estado, por su esencia-misma y como autoridad que
es, tiene como funcién armonizar la actividad de los par-
ticula:r;es en busca del interés general; puede suplir ‘las
deficiencias de la iniciativa privada,pero tan s6lo de una
manera temporal v siempre teniendo en cuenta el interés

general. ¥

Considero que ambas posturas son extremistas y més -que
buscar una constante superacién de la vida econémica de un
pais, se inclinan en la btsqueda de una superacién in-

dividualista.

Siempre he pensado que los extremos son malos, y que
debe haber siempre un punto intermedic, gue permita, una torma

més objetiva de alcanzar la meta deseada.

“a Ibidem, pags. 140, 163.
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.8in duda, el papel- del estado mex:l.cano por lo que
respecta en.materia econémica- ha- sufrido una serie de camb:.oa ’

como consecuencia de la apertura comercial que se ha venido

dando en los Gltimos afios.

sin embargo, considero que no se trata de Jjustificar la
J.ntervencidn O no- intervencién por parte del Estado en la
actividad econémica, si no lo que se busca es la constante
superacién econémica beneficiando asi a .la comunidad en
general. Y dicha superaci6én 86lo se logrard a través de un
trabajo conjunto eﬁtre ambos Bsectores, es decir entre el

sector pGblico y el sector privado.

Ahora bien, no hay que olvidar que por fuerza de las
cii‘cunstancias, por reafirmacidén de su soberania, o bien, por
» tratarse de Areas estratégicas o prioritarias para el desar— .
rollo econémico del pais, existen sectores cuyo aprovechamien—
to son exclusivos de la actividad estatal, otros en donde ha
habido una coexistencia entre el iniciativa privada y el
Estado, y por fltimo otros que atienden exclusivamente la

actividad privada.

Creo necesaria una adecuada coordinacién entre la

iniciativa privada y el Estadoe para lograr de ese modo un
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verdadero desarrollo econdmico nacional, siempre en ara_s. VdeiA

_interés. general.

La idea de que exista una intervencién por- parte de
Estado como de la iniciativa privada para el logro de un
progreso econémico nacional, no es una idea acabada de nacer,
sino una responsabilidad por parte de ambos sectores de
acuerdo a lo establecido en la constitucién en su articulo 25

‘pirrafo tercero, que a continuaci6n me permite transcribir:

Al desarrollo econémico nacional concurrirén, con
responsabilidad social, el sector ptblico, el sector social y
el sector privado, sin mencccabo de otras formas de actividad

econ6mica que contribuyan al desarrollo de la Nacién.

Aunada a mi opinién, cabe sefialar la posicién expuesta
por el Lic. David Ibarra consistente en el papel del Estado en

la economia.

Sefiala que el Estado por un lado asume atribuciones que
varian a fortiori con el grado de desarrollo alcanzado; y por
otro menos gencral ha ds lograrse coherencia entre la inter-
vencién gubernamental y las estrategias gue se instrumentan en
un periodo determinado. Asimismo, ha surgido una respon-

sabilidad compartida internacionalmente de cuidar una estabi-
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lidad econémica y financiera ‘gl.obalea que' éo pueden dejerne‘
-enteramente en manos de las fuerzas del mercado. Por lo tanto
" la intervencién del estado eﬂ la vida econémica no puede verse
como algo acabado, 8i no por el contrario se trata de atribu—-
cicnes-especificas a cada etapa histérica que deben acomodarse

periédicamente a la necesidades cambiantes de la evolucién de

las sociedades.

8i bien, la intervencién estatal y la regulacién protec—
cionista han dado paso en retroceso, en aras a la globaliza-
cién econémica, la presencia del Estado en la economia sigqe
siendo indispensable para sentar‘lae bases pecesarias por lo
 cue respects a los factores econdémicos internos de cada pais,
y asi{ este poder alcanza un alto nivel de productividad y -

competitividad frente al comercio exterior.

@ Ibarra, David, Ex;yg;;zgcgdn ¥ ot:agos_:_cgze gg;gn 8
de los Acomodos de gogg; g re Estado y Mexca n M rica

I;m Edit. UNRY, ED. primera, México 1990, pag.
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‘3.4, - Renovacién de ia Const!.tuci6n.

El objetivo de este punto es el analizar la Iniciativa de
" Reforma del articulo 28 constitucional cuarto pérrafo, en
materia de ferrocarriles Y comunicaci6én via satélite, la cual
fue presentada el dia 17 de enero del afio en curso y aprobada

por ambas Cé&maras del Congreso de la Unién.

Asimismo, expondré la existencia de posibles contradic-
ciones entre los distintos ordenamientos aplicables a dicha

materia.
A continuacién transcribiré dicha Iniciativa:

México debé profundizar los cawbios estructurales en su
economia y en su vida bolf.tica, con el prop6sito de alcanzar
un desarrollo con justicla social como el que reclams la

poblacién.

Esos cambios constituyen la respuesta del pais a las
nusvas circunstancias mundiales, caracterizadas por una
creciente interielacién entre las naciones, por una revolucién

cientffica y tecnolégica y por una agudirada competencia por
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los mercados y  los capitales,
. ;,tvansfo-mac:.ones internas, propias de una sociedad Qiversifi-
cada, plural, compleja y con necesidades-de amplios grupos de
la poblacién que afin no cuentan con condiciones de "vida
dignas. Hoy, ademéds, se enfrenta una critica situacién
financiera, fenémeno que es resultado, principalmente, dé'un
desequilibrio en la cuenta corriente de la balanza de pagos y
. de una "inestabilidad inusualmente aguda en los mercados
financieros.

En este contexto, es impsrativo mantener firme el rumbo
" que responda a la situacién actual que guarda el pafs, a las
.. necesidades bésicas de la poblacidén y a las nuevas circunstan—
cias del mundo. Como lo propuse a la Nacién el primero de
diciembre pasado, el Goblerno Federal busca profundizar las
reformas que aseguren un futuro de mayores oportunidades para
todos los mexicanos. No es vrevirtiendo las importantes
transformaciones llevadas a cabo en el pais como podremos
enfrentar este momento dificil. Se debers consolidar lo
alcanzado para aprovechar las condiciones extermas y, asi,
responder a las expectativas de la poblacién sobre el futuro

eue deosca para Sus hijos.

Tamhién son -respuesta a-las
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A fin de continuar con la transformacién .estructural de
;a economia,  es que propongo hacer posible la- partiéipacién
social y privada en los ferrocarriles Y las comunicaciones via
satélite, actividades estratégicas reservadas hasta ahora en
exclusiva al Estado. En consecuencia, la presente iniciativa
qontiene la propuesta para reformar el parrafo cuarto del-
articulo 28 de la Constituciém Politica de los Estados Unidos

Mexicanos.

Los ferrocarriles y los ferrocarrileros son herederos de
una noble historia y de una gran tradicién. Desde mediados
del siglo XIX y, sobre todo, durante la Revolucién Mexicana y
en las décadas subsecuentes, los ferrocarriles han sido
importantes palanca del desarrolle, y han apoyado la in-
tegracién territorial y cultural de nuestra nacién. Durante
tode este tiempo y hasta 1983, el régimen legal de la ac—
tividad ferrocarrilera permitié la participacién privada.

Bl primer decreto que autorizé la construceién de un
ferrocarril data de 1824; a partir de ese aiio y durante todo
el siglo pasado, se otorgaron miltiples concesiones en materia
farroviaria, guc peimitieron que, hasta antes. del periodo
revolucionario, el pais contara con cerca de 20,000 kil6metros

de lineas férreas. En esté devenir, destacan la Ley General
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de Ferrocarriles, promulgada en 1899, con 1a“q.'uve, v por px‘:iniefa .
vez, se raglaments el 'otorgami'ento de concesiones} asi cO‘l;lt;-l.:a
creacidén, en 1907, de la empresa de participacién estatal
mayoritaria Ferrocarriles Nacionales de México, S.A., que
agrupé y consolidé a las empresas Ferrocarril N_;acional de
México, Ferrocarril Central Mexicano y Ferrocarril Inter—

nacional Mexicano.

La promulgacién de la’ Constitucién de 1917 no significé
un cambio en los principios juridicos basicos que regulaban
los ferrocarriles. Esta actividad econdmica siguié sujeta a
un régimén de concesién a pafticulares. Asi, el Constituyente
de 1917 no incorpoxd =zl tawto de la Ley Suprema la in-
tervencién exclusiva del Estado en la propledad y operacién de
los ferrocarriles; en sus origenes, no fue el espiritu de
nuestra Carta ména excluir a 1los particulares de esta

importante actividad para el desarrollo del pais.

En este sentido, en la Ley de Vias Generales de Comunica~
ciéh de 1940, atin vigente, se establecié el otorgamiento de
concesiones para la construccién y explotacién de ferrocarxi-
1oz hasta por un piazo maximo de setenta afios, no obstante

que, ‘desde 1937, la totalidad de las acciores de la empresa
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Ferrocarriles Nacionales de México, S.A., habian pasado a ser

- propiedad del Gobicrmo Federal.

Al terminar el afio de 1969, existian como empres;as de
participacién estatal 6 explotadas directamente por el
Gobierno Federal: el Ferrocarril del Pacifico, los Ferrocarri-
les Unidos del Sureste, el de Sonora a Baja California, el de
Chihuahua al Pacifico y algunas otras lineas cortas. Ea lo
primeros afios de la década siguionte, dichas empresas se

fusionaron con Ferrocarriles Nacionales de México.

No fue sino hasta la reforma del articulo 28 constitucio;
nal de principios de 1983, cuando se incluy6 a los ferrocarri-
]_.es como un drea estratégica y, por tanto, reservada de manera
exclusiva al Estado. Esta inclusién se explica, en parte,
como un reconocimiento al hecho de que el Estado operaba ya,

en su totalidad, el sistema ferroviario.

Resulta claro, pues, que el criterio que ha prevalecido
durante la mayor parte de la historia de los ferrocarriles en
México, es el de considerarla como una actividad prioritaria
en 1a que pueden concurrir &l Bstado por si o con los sectores
social y privado, a través de un régimen de concesién. Esta

situacién juridica no impidié que los ferrocarriles cumplieran
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- su importante papel, quo el Estado mexicano 'vélaré‘ por 1la
adecuada prestaci6n ‘de servicios 'Y que los trahajad&res
ferrocarrileros contribuyeran decididamente al interés

nacional.

Cabe recordar que el transpprte de carga en nuestro pais
se realiza, fundamentalmente, por barco, autotransporte, avién
y ferrocarril. De estos cuatro medios, s6lo el filtimo est4
reservado, en exclusiva, al Estado y es, precisamente, el que
mayoxr necesidad tiene de modernizarse. Ante las actuales
perspectivas, debe reflexionarse sobre la conveniencia de
conservar a los ferrocarriles como un &rea estratégica del
Estado, frente &5 un aScenario que permite alternativas caaa

vez mas abiertas y competitivas para el transporte.

Hoy, es un imperativo del desarrollo y del bienestar
transformar el sector ferroviaric y convertirlo en una
actividad que no sélo proporcione los servicios de que dispone
actualmente, sino que brinde los que el pais demanda. Se
necesita promover la modexrnizacién de los ferrocarriles,
elevar su desempeiio, actualizar su tecnologia y la calidad de
su gestién y, particularmente, orientarlos a las necesidadés
de un mercado mas complejo, con vinculos internacionales

estrechos.
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La creciente integracién de la econocmfa a los flujos
demanda la éteac:lén de una
infraestructura de transporte que promueva la competitividad
de la planta industrial y comercial, a través de un intercam-
bio de mercancias eficientes y que coadyuve al desarrollo
regional. La reestructuracién de los ferrocarriles es indis=-
pensable para modernizar el comercio interior Yy eje para
aumentar la productividad del sistema de transporte de manera

integral.

La experiencia en otros paises muestra que un
ferrocarril bien administrado y vinculado con el mercado, es
el modo de transporta terrestrs do menor costo. En relaciéa
con otros modos similares de transporte, el ferrocarril es de
tres a cuatro veces mis eficiente en consumo de energia; su
infraestructura y equipo son de mayor capacidad; tiene una
vida Gtil més prolongada y alto potencial de crecimiento en
términos de la capacidad utilizada. Puede operar con un
sistema integrado de decisiones que favorece las ec_onomias de
escala; su competitividad es més alta para largas distancias
y cargas masivas; y, ademds, es el medio de transporte gque
genara el mcnor dafic ambiental en su operacién y expansién.
Su impacto en el desarrollo regional es innegable; el ferroca-—

rril comunica, transporta y abre posibilidades de crecimiento
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Y. desarrollo de comunidades, en 1a medida que integra, en:su.

. propio dinamismo, otras actividades econémicas y sociales.

Durante muchos afios los ferrocarriles nacionales . hal‘1
presentado insuficiencias que obligan a dotarlos, anualmente,
de importantes subsidios pGblicos para operar. En la actuali-

' dad, a pesar de los esfuerzos realizados, lo ferrocarriles
manejan sélo el 1.5 por ciento del movimiento de personas y
menos del 15 por ciento del total de la carga que se mueve en
el pais. La mayor p#rte de esta carga se transporta en tan

s6lo el 40 por ciento de las vias principales.

Este sistema de trausporte cuenta con un valor econémico
potencial muy importante, que s6lo se concretarid en la medida
en que puedan realizarse elevadas inversiones que lo hagan mis
confiable y eleven la calidad en el transporte de mercancias.
El Estado no ha podido hacerse cargo plenamente de la moderni-
zacidén del sector, dada la imposibilidad de distraer recursos
del gasto social para ser designados a la inversiém ferrovia-
ria, mientras que la iniciativa privada se encuentra limitada

juridicamente para hacerlo, lo que crea un circulo vicioso en

3]

< prestacién de este servicio de transporte, esencial para la
competitividad de la economia mexicana. E1 Estado no cuenta
con lo recursos para mantener los subsidios presentes ni

dispone de los cuantiosos montos de capital necesarios pgra
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desarrollar el enorme potencial que guardan los. forrocarriles

“para la vida del pafs. por ello, la participacién social y

privada en su modernizacién es el medio a través del cual,
bajo un sistema requlatorio adecuado, los ferrocarriles podran

alcanzar los niveles de eficiencia 'y competitividad que

necesitamos.

En suma, la larga y digna historia de los ferrocarriles
en México se ha desarrollado bajo un régimen juridico mixto y
un sistema de concesiones a particulares. Remover esta
actividad de aquéllas exclusivamente reservadas al Estado, por
tanto, no violenta ni su historia ni sus tradiciones. Es
gerantia misma de su nueva contribucién al desarrollo de

México.

El cambio de régimen constitucional propuesto no signifi-
ca eliminar responsabilidades del Estado frente a las comuni-
dades que dependen, para su abasto y transporte, del ferroca-
rril. Por una parte, se busca abrir oportunidades &l esfuerzo
‘de los particulares en la actividad ferroviaria, para contar
con un transporte moderno, eficiente y de bajo costo, que
'preste a la sociedad mejores y mds completos servicios y, por
la otra, fortalecer la intervencién regulatoria del Estado,
mediante los instrumentos legales y administrativos, para

asegurar que los ferrocarriles contribuyan a la sociedad y
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cumplan con el s'entidé de servicio péGblico que los caracteri-
-zas ‘Do sexr aprdbad'a la presente iniciativa, en su oportunidad
enviaré al H. thgreso de la Unilén las diversas correépondien-
tes a las leyes secundarias, que precisarén ias distintas
formas y campos de actividad en los que podr& participar la
inversién privada en el sistema de transporte ferroviario, en
‘condiciones que permitan alentar la competencia, aseguren ‘el
acceso no discriminatoric al servicio y p;opicien la explota~

cién y operacién eficiente del mismo.

Para motivar la inversién privada, se requiere un marco
requlatorio transparente que promueva y dé  certeza a ‘1a
inversién y asegure su permarencia en el sector, al tiempo
que, a través de la utilizacién de tecnologias avanzadas,
permita su real modernizacién y dé respuesta a los esfuerzos
de la poblacién por alcanzar mis altos niveles de com—

petitividad y desarrollo.

.En todo momento, el Gobierno de la Repliblica velaré por
el respeto a los derechos laborales de los trabajadores
ferrocarrileros a quienes tanto reconocemos y de "quienes
—————— s renovados esfuerzos. La modificacién en el marco
regulatorio del sector ferroviario garantizard a sus trabaja-

dores y cuadros técnicos el cumplimiento de las obligaciones
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que marca la Ley. Promovers asimismo, mis amplias oportunida—

des  de cmpleos bien remunerados para los trabajadores del

transporte ferroviario.

En congruencia con lo anterior, la presente iniciativa de
reforma constitucional en materia de ferrocarriles, que por
‘el conducto de esa Soberania presento a la consideracién del

H. Constituyente Permanente, se sustenta en cuatro raZones

fundamentales:

Primera.~ La importante transformacién de las relaciones
entre sociedad y gobierno, de las estructuras econémicas del
pais y de las ccmunicaciones y el transporte, modifican los
principios que explicaron la definicién de los ferrocarriles
‘como una actividad cuyo desempefio corresponde exclusivamente

al Estado;

Segunda .- La escasez de racursos plblicos imposibilita al
Estado a realizar las inversiones inaplazables que requiere la
modernizacién de los ferrocarriles mexicanos, a fin de hacer

- de esta actividad un instrumento de promocién del desarrollo;

Tercera.~ La necesidad de ampliar el acceso a la creati-~

vidad y energia de los particulares en el desarrollo econémico
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_nacional para que, mediante la aportacién de trabajo, tocnolo<
‘gia’ e 'inversién;. permitan - al" Estado concentrar ."may'ores

acciones y recursos en el cumplimiento de sus objetivos

basicos; y

Cuarta.- La conviccién de que no necesariamente un Estado
propietario ejerce una m&s eficaz rectorfia scbre la actividad
ferroviaria. En un Estado de derecho, son las leyes las que

“garantizan que la autoridad pueda llevar a cabo la regulacién
Y supervisién que se requiere para modernizar y desarrollar

cada sector productivo.

Por otra parte, la presente iniciativa contiene 1a
propuesta de modificar el propio pArrafo cuarto del articulo

28 constitucional en materia de comunicacién via satélite.

En México, los beneficios de la comunicacién satelital se
han traducido en mejores enlaces entre comunidades dispa.x.-sas ,
en mecanismos de modernizacién de la actividad econémica y en
el fortalecimiento de la identidad nacional a lo largo de todo
el territorio. Con el fin de diseiilar estrategias que benefi-
cien a un mayor niimero de usuarios y lograr que se induzca un
crecimiento acelerado y eficiente en materia de comunicacién
via satélite, la tendencia internacional muestra que las

funciones de regulacién y fomento permanezcan bajo el control
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- del Estado, mientras que la creacién de infraestructura y la

prestacién de los sérvicios sean ‘atendidas por la inversién e
iniciativa privada.

Hacia mediados de los afios setenta, nuestro pais inicia
negociaciones para obtener una posicién orbital que permitiera
lanzar un satélite mexicano y asi satisfacer nuestras necesi-
dades exﬁlusivas en la materia. Después de varios afios de
negociacioneé, México obtiene dos posiciones orbi,'tales, -con lo
cual inicia los estudios técnicos y econémicos para co;xtar con
su propio sistema de satélites. La obtencién de ambas posicio-
nes orbitales fue un logro importante si se tiene en cuenta
que se trai:a de bienes escasos y de una gran demanda. En
‘pa:ticular, el arco orbital que corresponde a nuestro pais es
el més explotado ya que, por razones técnicas, es compartido

con Estados Unidos y Canad4.

Al igual que los ferrocarriles, en 1983 la comunicacién
via satélite se incorpora a la Constitucién General, en
calidad de &rea estratégica reservada de manera exclusiva al
Estado. La razén fundamental de esta adicién fue que, dada la
escasez de posiciones orbitales y la falta de certidumhre‘
sobre el uso de los servicios satelitales, resultaba con-
venien;:e que la distribucién de sefiales y datos via satélite,

la llevara a cabo sélo el Estado. Rdemds, en los primeros afios
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de °P§x:ac16n, el sistema presentarfa una reneabilidgd baja, ‘qn
tanto. que 'generaba la demanda y la culturs para su aprovecha-
miento, que lo hacfa muy poco atractivo para la participacién
privada. La etapa inicial del proyecto culmina con la puesta
en Srbita de la primera generacién de satélites mexicanos,
Morelos I y II, cuyo lanzamiento se llevé a cabo en 1985, con
una inversién de 150 millones de délares. Dentro de sus
primeros cuatro afios de operaci6n, la demanda de los satélites
Horelos crecié en forma muy lenta, para alcanzaxr una ocupacién

de tan s6lo el 13 por ciento.

A partir de 1989, la legislacién secundaria contempla,
como &rea reservada a al Estado, solamente la instalacién,
operacién, contrgl y explotacién de los sistemas de satélites;
y permite, por otro lado, la inversién privada en el estable-~
cimiento de infraestructura terrestre construida y operada por
particulares. Ello fomentd un crecimiento acelerado de 1la
comunicacién via satélite al desarrollarse redes privadas y de
servicio ptiblico para conducir sefiales de voz, datos, radio y
televisién con estaciones terrenas privadas y arrendando
capacidad satelital operada por el Estado. De esta forma, la
demanda de servicios saturé la capacidad de los dos satélites

HMorelos en s6lo tres afios.
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" Como consecuencia de lo anterior y a fin de ga:entizar la
satisfaccién de la demanda actwal y futura de servicios
satelitales, fue necesario poner en operacién, en 1994, una
segunda. generacién de satélites mexicanos, denominados
Solidaridad. Ello implicé una inversién de 427 millones de
dblares y la negociacién de una tercera posicién orbital ante
la Unién Internacional de  Telecomunicaciones. Este nuevo.
sistema de satélites cuenta con el doble de la capacidad del
sistema Morelos Y su vida Gtil es superior en un 50 por
ciento. Ademés, permite prestar servicios a centro, sudamérica
y algunas ciudades de los Estados Unidos, y facilita 1la )
comunicacién mévil, por medio de una tercera banda de opera-

cién.

Los sistemas de satélites mexicanos prestan a aproximada~
mente 380 empresas y usuarios nacionales, una gran diversidad
de servicios, entre los que destaca la d:l.stribkucién de seiiales
de radio y televisién, los sistemas de redes privadas de voz
y datos, la telefonia fija y mévil, los servicios de educacién
a distancia y la comunicacién rural. A la feché, la inversién
privada que se ha canalizado en redes y estaciones terrenas de
transmisién y recepcién satelital, suma cerca de 800 millones .

de d6lares, sin contar la inversién en antenas par_abé].icas

para recepcién doméstica.



La creciente demanda y 1a ripida transformacién tecnolé-
gica en esto campe 6b11gan’ a la constanta‘actuhlizaci.én de los
sistemas de telecomunicacién. Nuestro pafis requiere reemplazar
el satélite Morelos IX antes de 1998 por un satélite con mayor '
capacidad a los anteriores; y lanzar un satélite de difusién
directa para transmisién de televisién directa a hogares, ya
que México cuenta con cuatro posiciones orbitales especificas
para este siétema. Ademés, México podrAd incorporar una nueva
tecnologia, que esti en desarrollo, para redes digitales de
voz y datos en satélites que utilizan otras bandas de frecuen-
cia, as{ como en los sistemas de satélites de 6rbita baja para
comunicacién mévil que contarén con capacidad para prestar

servicios en el territorio nacional.

Postergar o desatender estos proyectos de infraestructura
satelital provocaria que se dejaran de aprovechar opor-
tunidades para que nuestro pais cuente con un sistema de
telecomunicaciones mis moderno y oficiente, que apoye nuestro ’

proyecto de desarrollo econémico y social.

En los préximos afios, la creciente demanda y la diversi-
dad de los servicios que requieren los usnaries, rchasarda la
capacidad de nuestro sistema de satélites. Las consecuencias

de no tomar las acciones conducentes para la atencién oportuna
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de tales necesidades se traduciré en una mayor dependencia en

.1a utilizacién-de. sistemas del exterior.

A fin de atender la demanda doméstica de sexvicios con
satélites mexicanos y poder competir con oéros paises, es
necesario contar con los proyectos y el financiamiento que den
sustento a las negociaciones para obtener nuevas posiciones

orbitales y aumentar nuestra infraestructura satelital.

El sector privado es el principal demandante de servicios
de comunicacién via satélite y cuenta con los recursocs
necesarios para apoyar el desarrollo de su infraestructura.
Corresponde al Estado alentar la inversién wmrivada en =i
sector y asegurar, mediante un marco regulatorio claro y
moderno, la prestacién eficiente de los servicios, la rectoria
estatal en el control y conduccidén de estas actividades y 1la
salvaguarda de los intereses de nuestro pais frente al
exterior. La rectorfia del Estado no exige, necesariamente, la
propiedad, operacién y explotacién de los satélites, sino un
marco juridico que regule el aprovechamiento de las posiciones

orbitales y las frecuencias destinadas a la comunicacién via

satélite.

El Estado requerird una legislacién que asimile esta

realidad comercial y tecnolégica, dende satélites extranjeros
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'tengan la posibilidad de prestar "ervicio en México, tal como
nuestros satélites ‘tienen cobertura en otros paf.ses. Esv
previsible, por tanto, que estos paises soliciten, bajo
principios de reciprocidad, que sus satélites también puedan
dar servicio en Héxico,. lo cual exige que nuestro pais
disponga de los instrumentos juridicos para regular su

operacién en el territorio nacional.

En suma, la mayor compétencia y el avance tecnolégico en
el  campo de las comunicaciones: via satélite, que se genera
tanto en nuestro pais como en el resto del mundo, requiere de
esta reforma a la Constitucién. La presente iniciativa plantea
que la comunicacién via satélite adopte ol cardcter -de
actividad prioritaria, donde confluyan 1la participacién

- estatal con la de los particulares, en los términos de la
legislacién secundaria. Al igual que en materia ferrocar-
rilera, de ser aprobada la presente iniciativa, someteré a la
consideraéién del H. Congreso d&e la Unién una propuesta
legislativa para regular la comunicacién via satélite, la cual
considerari, en su orientacién, los siguientes principios

fundamentales:

primero.—~ El Estado mantendré la rectoria en las comu-
nicaciones via satélite a fin de salvaguardar, en todo tiempo,

la seguridad y los intereses soberanos de nuestra nacién;
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‘ Segundo. I.os particulax.-es nodrén pa“tic...p&t en el
establecimiento, opmaci6n y explotacién ‘de aatélites,'
mediante concesiones que otorgue el Gobierno Federal, en el
entend:.do de que las posiciones orbitales y las frecuencias

‘correspondientes, quedarén bajo el dominio del Estado;

Tercero.~ El. desarrollo de las comunicaciones via
satélite se llevara a cabo de manera ordenada, con apego a las
leyes y los tratados internacionales correspondientes. Debéré
promoverse, igualmente, la prestacién dé servicios eficientes

Yy accesibles;

Cuarto.- En todo momento deberd fomentarse la competencis
en el sector, evitando précticas que restrinjan el acceso a
los servicios o sean discriminatorias, em perjuicio de los

intereses de los consumidores;

gQuinto.- Los contenidos de las transmisiones via satélite
deberan contribuir al fortalecimiento de los valores cul-

turales y de los simbolos de nuestra identidad nacional; y

Sexto.— Debers mantenerse la disponibilidad de capacidad
satelital para las redes ds seguridad nacional y la prestacién
de servicios de carfdcter social, como son la telefonia rural

y la educacién a distancia.
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Sefiores _lggisladorés :

México busca ampliar sus horizontes econémicos Y tecnolé-
91?08 para brindar més bienestar a su poblacién. El Estado
‘debevgarantizar, como rector constitucional de la economia
mexicana, condiciones y oportunidades para que los sectores
social y privado puedan participar en la creacién de infra-

estructura, como palanca para el desarrollo del pais.

Debe el Estado, tam.bién,‘ garantizar que los servicios
piblicos se presten con oportunidad, eficacia, eficiencia y
honradez, en un marco de competitividad y acceso no dis-
crimina@:orio, donde prevalezca la observancia de la lay, como
postulado. Gltimo de un Estado de derecho. Esta iniciativa
avanza en estos propésitos sin menoscabo de las obligaciones

y responsabilidades del Estado para bien de México.

Por lo anterior expuesto, y con fundamento en lo dispues—
to en la fracciénm I, del articulo 71, de la Constitucién
Politica de los Estados Unidos Mexicanos, por el digno
conducto de ustedes, CC. Secretarios, me permito someter a la -
consideracién del H. Congreso de la Unién, para los efectos

del articulo 135 de la propia Constitucién, la siguiente

iniciativa de:
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DECRE'I'O QUE REFORHR EL CUARTO PI‘_RRI‘.FO DEL ARTICULO 28 DB LA
CONSTITUCIO!' POLITICA DE LOS ESTADOS UHIDOS HEXICANOS

ARTICULO UNICO.~ Se reforma el cuarto pérrafo del articulo 28
de la Constitucién Politica de los Estados Unidos Mexicanos,

para quedar como sigue:

"Art.28.-

L R R I R I I I IS I S I A S T A AP SIS SR

No constituirdn monopolios las funciones que el Estado ejerza
de manera exclusiva en las Arecas estratégicas a las guo sa
refiere este precepto: correos, telégrafos y radiotelegrafia;
petré6leo y los hidrocarburos; petroquimica bésica; minerales
radicactivos y generacién de energfa nuclear; electricidad y
las actividades gue expresamente sefialen las leyes que expida -
el Congreso de la Unién. ILa comunicacién via satélite y los
ferrocarriles son &reas prioritarias para el Qesarrollo
nacional en los términos del articulo 25 de esta Constitucién;
el Estado al ejercer en ellas su rectoria, protegerd 1la
5éguridad y la soberania de la Nacién, y al otorgar concerio-
nes o permisos a particulares, mantendrd o establecerd el

dominio de las respectivas vias de comunicacién de acuerdo con

las leyes de la materia.
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R R R R I R L R R R IR}

Si-bien he analizado en- el Capitulo anterior el proceso
de privatizacién llevado a cabo en México, entendiendo por
éste la venta de la participacién accionaria, ya sea del
gobierno federal o de otra entidad para estatal, en el capital
social de determinada empresa plblica, al sector privado; por:
lo que respecta al sBector de ferrocarriles, estariamos
hablando de un proceso de "Reprivatizacién" m&s que tratarse
de una privatizacién, toda vez que, como quedé expuesto en la
Iniciativa, en dicha &rea se contemplaba la participacién, o
bien, intervencién del sector privado hasta antes de que se
estatizara dicho sector en el sexenio encabezado por el Lic.
Miguel de la Madrid, es decir, el &rea de ferrocarriles era
considerada una é&rea prioritaria a donde se daba cabida a la

participacién de los distintos sectores.

Ssin duda dicha reforma muestra una postura a favor del no
intervencionismo estatal dando paso a la intervencién tanto

del sector social como privadc on ambas &reas.

sin embargo, a pesar de lo expuesto en el péarrafo

anterior, el Estado seguird teniendo el dominio por lo que
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respecta a las materias objeto de reforma, en virtudkdé que:la
intervencién de los distintos sectores s6lo se llevard a. cabo
. @ través de la figura de la concesién la cual, como. bien
sabemos y con apego a las caracteristicas de la misma, es
otorgada por un tiempo determinado, que finalizado éste, todo

revierte en favor del Estado.

A pesar de la aprobacién de dicha Iniciativa, no dejé de
haber  posturas contrarias a dicha gprobacién las cuales
accedieron a dicha reforma asumiendo el Estado la obligacién

de vigilar la correcta prestacién de dichos servicios.

Por lo que respecta al drea de Comunicacién via Satélite,
se debe reformar el segundo péarrafo del articulo II de la Ley
de Vias Generales de Comunicaciénv(“LVGC“)‘el cual establece
que queda reservado en forma exclusiva al Gobierno Federal, el
establecimiento de los sistemas de satélites, su operacién y
control, la prestaci6n del servicio ptblico de conduccién de
sefiales por satélite; asi como las estaciones terrenas con
enlaces internacionales para comunicacién via satélite,
incorporando debido a la reforma la figura de la concesién a
través de lo cual se permitiré la intervencién o participacién
del sector privado, logréndose una compatibilidad entre la

Constitucién y dicha ley.
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Por otro lado, a pesér de la reforma,ilevada a cabo por

lo que. respecta al &rea de ferrocarriles, no existe ningﬁria
contradiccién entre dicha reforma y la LVGC, toda vez que ésta
contempla en su texto vigente la figura de la concesién como
medio a través del cual podré perticipar el sector privado en
dicha &rea, esto hace suponer que si bien el &rea de ferrocca-—
rriles se -estatiz6 durante la toma de poder del Lic. Miguel
de la Madrid, nuestros legisladores no ‘se percatdron de

reformar la ley secundaria.
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LUSIONE

PRIMERA.- El Capitulo Econémico de la Constitucion; €l
cual esté gompuesto por los articulos 25, 26 y 28 deberian
estar comprendidos dentro de un Capitulo distinto de nuestra
Carta Magna, toda vez que no proclaman ninguna garantia en

favor del gobernado frente a las autoridades del Estado.

En virtud de lo ‘anterior, propongo que dicho Capitulo
quede integrado dentro del articulo 131 constitucional, ya que
éste, al igual que los articulos que comprenden el Capitulo
'Econ6mico regulan el desarrollo de la economia nacional,
ademis de que ambos conceden facultades al Estado para

intervenir en materia econdmica.

SEGUNDA.— Por lo que respecta al articulo 26 constitu-
cional, se deberia contemplar 1la figura del referéndum como
‘posible’medio de participacién popular en aguellas &reas en
las que el propio Estado sefiale a través de la propia Ley de

Planeacién.

TERCERA.—~ Llevar a cabo una reforma al articulo 27,
parrafo VI de la Constitucién en el cual se elimine la

restriccién relativa a la prohibicién de celebrar contratos
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entre Petréleos Mexicanos ("2EMEX") y las particﬁla;es todak
vez que, tanto el articulo sexto de la Ley Reglamentaria del
articulo 27 en el ramo de petréleo, asi como el articulo
cuarto de la Ley Orgénica de Petréleocs Mexicanos y Organismos
Subsidiarios prevén la celebraci6én de todo clase de actos,

convenios y contratos entre PEMEX Yy personas fisicas o

morales.

CURRTA.~ Por lo que respecta al Sector Eléctrico, con-
sidero conveniente introducir a nuestra Constitucién en su
articulo 27 pérrafo VI la figura del permiso como medio a .
través del cual podré un particular intervenir o participar en
dicho sector toda vez, que el Reglamento de la LSPEE cn su
articulo 77 prevé dicha figura, sujet&ndose a las restriccio-—

nes contempladas en la LSPEE.

QUINTA.— Con respecto a las conclusiones tercera y
cuarto considero que deberia incluirse un pdrrafo dentro del

articulo 28 que dijera lo siguiente:

petréleos Mexicanos y sus organismos descentrali-
zados, de acuerdo con sus respectivos objetos, pedrén celsbrar
con personas fisicas o morales toda clase de actos, convenios
y contratos con apego a las disposiciones establecidas en la

legislacién secundaria aplicable. Asimismo en materia de
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electricidad se otorgardn permisos a los particulares. para.’
~participar en aquellas actividades no consideradas servicio:

pablico de conformidad éon la ley secundaria aplicable.

Lo que se pretende con lo expuesto anteriormente es que
exista una compatibilidad entre nuestra Carta Magna. y la

legislacién secundaria, evitando asi posibles contradicciones.

SEXTA.~ Tomando en cuenta la reciente‘reforma’ intro-

ducicia a nuestra Constitucién, en su articulo 28, Eﬁa‘rto
parrafo,' en materia de ferrocarriles y comunicacién via
satélite se debe reformar la ley de Vias Generales de Comu-—
nicaci6én como ya dqueddé expuesto en la parte final de este
trabajo, logr&ndose de esta forma una compatibilidad entre los

distintos otrdenamientos.

SEPTIMA.- 8i bien nuestro Gobierno ha adoptado determi~
nadas posturas a seguir como consecuencias de la Globalizacién
Econémica imperante, entre ellas el adelgazamiento del Estacio
por lo que respecta a su intervencién en la economia nacional, .
considero que independientemente del grado de intervenci6n por
parte del Estado en materia ‘eco’némica debe siempre éste
intervenir estableciendo los lineamientos necesarios para
lograr un buen desarrollo nacional, evitando los posibles

abusos que pudieran surgir en caso de que éste no interviniera
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sobre. todo ‘en aquellbs’ Casos en los: que se pudiera ver:
_-afectada. la economia nacional y pbr ende la sociedad en

general.

OCTAVA.~.  Por Gltimo, considero que tanto la postura
adoptada _en céntra la intervencién estatal como la adoptada a
" favor de ‘dicha intervencién soh extremistas; desde mi punto de
vista 'considero que . débe existir un punto intermedio que’
'pemita un ‘forma' mas. objetiva de alcanzar la meta deseada y
“dicho punto lo encontramos en la ‘participacién conjunto del -

sector pdblico y privado.
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